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1) TEXTO DE LA CITACION 


4 Montevideo, 4 de mayo de 1999. 


LA CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordinaria, 
mañana miércoles 5, a la hora 16, a fin de informarse de los asuntos entrados y 
considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1) Continúa la discusión general y particular del proyecto de ley por el que se 
modifica la Ley N” 16.017, de 20 de enero de 1989, sobre el recurso de 
referéndum contra las leyes. 

Carp. NY 1136/98 - Rep. N" 837/99. 


2%) Continúa la discusión del proyecto de declaración relacionado con la 
aprobación por parte de la Asamblea Popular de Cuba, de la Ley de 
Protección de ta Independencia Nacional y Económica de Cuba. 

Carp. N* 1334/99 - Rep. N* 825/99. 


3% Elección de miembros de la Comisión Permanente del Poder Legislativo 
(artículo 127 de la Constitución). 
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Discusión genera! y particular de los siguientes proyectos de ley: 


49) 


5% 


6%) 


7) 


8) 


95 


por el que se agrega al artículo 1%, Título 11 del Texto Ordenado 1996, 
et numeral 16, referente a amargos sin alcohol o aperitivos no 
alcohólicos. 

Carp. N* 1253/98 - Rep. N* 846/99. 


por el que exonera del Impuesto al Walor Agregado a los seguros 
agropecuarios. 
Carp. N* 1209/98 - Rep. N* 845/99. 


por el que se declara de interés nacional la zona costera del Balneario 
Aguas Dulces, ubicado en la 4ta. Sección Judicial del Departamento de 
Rocha. 

Carp. N* 1290/98 - Rep. N* 815/99, 


por el que se establecen modificaciones para el pago de la prestación 
de la pensión a la Vejez e invalidez, cuando el beneficiario sea un 


discapacitado severo que no pueda dirigirse a sí mismo o administrar. 


sus negocios. 
Carp. N* 1145/98 - Rep. N* 801/98. 


por el que se regula tas Técnicas de Reproducción Humana Asistida. 
Carp. N* 410/96 - Rep. N* 774/98. 


por el que se establece que compete a la Armada Nacional, a través de 
ta Prefectura Nacional Naval, la asistencia y salvamento de 
embarcaciones siniestradas en aguas jurisdiccionales. 

Carp. N* 1287/98 - Rep. N* 819/98. 


C.S.-541 
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10) por el que se extiende el beneficio de la asignación familiar a todos los 
hogares de menores recursos. 
Carp. N” 1198/98 - Rep. N* 795/98. 


11) por el que se declara falta laboral grave de la parte empleadora todo 
acto de violencia, injuria, amenaza, malos tratos, acoso sexual o 
cualquier otra violación al deber del respeto de la personalidad física o 
moral del trabajador, cometidos por el empleador o representantes o 
por familiares. 

Carp. N* 636/97 - Rep. N* 813/98. 


12) Discusión particular del proyecto de ley por el que se declara que las 
trabajadoras públicas o privadas en estado de gravidez, no podrán ser 
destinadas a cumphir tareas que por su naturaleza pudieran afectarlas. 

Carp. N* 1185/98 - Rep. N* 749/98. 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos de ley: 


13) por el que se modifica la legislación vigente tendiente a combatir la 
usura. 
Carp. N* 417/96 - Rep. N* 728/98. 


14) por el que se establece que el Ministerio del Interior deberá hacer 
efectivo el pago de los aportes al Servicio de Retiros y Pensiones 
Policiales correspondientes a las remuneraciones que los funcionarios 
perciben por tareas extraordinarias (artículo 222 de la Ley N* 13.318, 
de 28 de setiembre de 1964). 

Carp. N* 1184/98 - Rep. N* 784/98. 
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15) por el que se tributan diversos homenajes a integrantes de las Fuerzas 
Armadas y Policiales abatidas en la lucha contra la sedición. 
Carp. N* 1189/98 - Rep. N* 820/98. 


16) Proyecto de resolución elevado por la Comisión de Asuntos Internacionales 
por el que se crea la Asociación de Amistad Parlamentaria entre la República 

y la República Arabe Saharaui Democrática. 
Carp. N* 1361/99 - Rep. N* 842/99. 


1) Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos relacionado con fa 
solicitud de venia del Poder Ejecutivo para designar como miembro del 
Directorio de la Administración Nacional de Telecomunicaciones al señor 
Daniel Omar Costa Silva. 

Carp. N* 1356/99 - Rep. N* 841/99. 


18) Informe de la Comisión de Defensa Nacional relacionado con la solicitud de 
venia del Poder Ejecutivo para conferir ascensos al Grado de Coronel del 
Ejército a varios señores Tenientes Coroneles. 

Carp. N* 1346/99 - Rep. N* 865/99. 


JORGE MOREIRA PARSONS MARIO FARACHIO 
Secretario Secretario “ 
2) ASISTENCIA -Dése cuenta de los asuntos entrados. 
ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Astori, Bat- (Se da de los siguientes:) 


lle, Bergstein, Brezzo, Carvalho, Casartelli, Cid, Couriel, 
Chiesa, Dalmás, Gandini, Garat, García Costa, Gargano, 
Trurtia, Iturria, Korzeniak, Mallo, Millor, Pais, Pereyra, 
Pozzolo, Ricaldoni, Santoro, Sarthou, Segovia y Virgili. 


«Montevideo, 5 de mayo de 1999. 


La Presidencia de la Asamblea General remite va- 
rias notas del Tribunal de Cuentas comunicando las 


p ; e ñ , Resoluciones adoptadas en los siguientes expedientes: 
FALTAN: con licencia, la señora Senadora Arismendi y P id P 


los señores Senadores Hierro López y Michelini. de la Intendencia Municipal de Rocha relacionada 


con la Rendición de Cuentas Ejercicio 1996; 
3) ASUNTOS ENTRADOS 


a de la Junta Departamental de Rivera relativo a la 
SENOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la Rendición de Cuentas Ejercicio 1997; 
sesión. 
del Ministerio de Salud Pública relativo a la inclu- 
(Es la hora 16 y 15 minutos) sión en la relación de créditos pendientes de pago 
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de adeudos por concepto de adquisición de medica- 
mentos por asistencia integral; 


del Ministerio de Turismo relacionada con la deuda 
que mantiene con la Administración Nacional de 
Usinas y Transmisiones Eléctricas, Administración 
de las Obras Sanitarias del Estado y la Administra- 
ción Nacional de Telecomunicaciones; 


de la Junta Departamental de Durazno relativa a la 
Rendición de Cuentas Ejercicio 1997; 


de la Junta Departamental de Treinta y Tres rela- 
cionada con la Rendición de Cuentas Ejercicio 1997. 


-TENGANSE PRESENTE. 


El Poder Ejecutivo remite un Mensaje comunican- 
do la promulgación del proyecto de ley por el que se 
dictan normas relativas a funcionarios y funcionamien- 
to de Organismos del artículo 220 de la Constitución y 
de la Administración Central. 


-TENGASE PRESENTE Y ARCHIVESE. 


La Junta Departamental de Montevideo remite nota 
adjuntando la exposición efectuada en Sala por la se- 
ñora Edila Berta Sanseverino sobre los 150 años de la 
instalación de la Universidad de la República. 


La Junta Departamental de Canelones remite nota 
adjuntando la exposición del señor Edil Julio Haedo 
referida a la problemática que aqueja a los Productores 
Granjeros de dicho departamento. - 


La Junta Departamental de Río Negro remite nota 
solicitando que la exoneración tributaria que beneficia 
al sector forestal, sea trasladada a todo el sector agro- 
pecuario. 


La Junta Departamental de Flores remite nota ad- 
juntando lo expresado en Sala por varios señores Edi- 
les sobre la movilización del sector agropecuario y su 
problemática. 


La Junta Departamental de Paysandú remite nota 
relativa al reajuste del valor catastral de los padrones 
rurales. 


TENGANSE PRESENTE.» 
4) RECURSO DE REFERENDUM 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a la considera- 
ción del primer punto del orden del día: «Continúa la discu- 
sión general y particular del proyecto de ley por el que se 
modifica la Ley N* 16.017, de 20 de enero de 1989, sobre el 
recurso de referéndum contra las leyes. (Carp. N* 1136/98 - 
Rep. N* 837/99)». 
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(Antecedentes: ver 10* S.O.) 
-Tiene la palabra el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: deseo señalar 
que este proyecto de ley sufrió algunos cambios en el seno 
de la Comisión de Constitución y Legislación. Originalmen- 
te -aun sin haber tenido la oportunidad de conversarlo entre 
los Senadores del Frente Amplio- habíamos adelantado una 
opinión favorable respecto de la técnica que en él se maneja- 
ba. El proyecto de ley original, que pertenece al señor Sena- 
dor Santoro -quien realizó un informe exhaustivo sobre el 
mismo en una de las sesiones pasadas- procura una técnica 
tendiente a determinar si existe o no una adhesión que llegue 
al 25% del total de inscriptos en un recurso de referéndum. Se 
trata de una técnica que en sí misma, en lo sustancial -al 
margen de otras razones que nos hacen oponernos al proyec- 
to- no sólo es ingeniosa, sino también ajustada a la Constitu- 
ción. Concretamente, consiste en que luego de la presentación 
inicial de algunas firmas -aclaro que la que figuraba en el 
proyecto original era una cantidad mucho menor- se abra un 
período de un año durante el cual, cualquier día, en el horario 
de las oficinas electorales, los ciudadanos puedan ir a mani- 
festar su adhesión al recurso de referéndum. Esta técnica, que 
es bastante usada en el Derecho Comparado, tiene la ventaja 
de evitar ese lapso tan lento y engorroso durante el cual - 
como se hacía antes- si el 25% tenía que ser presentado con la 
totalidad de las firmas, se producía un período largo y fatigo- 
so, a veces muy apasionado, en el que las autoridades electo- 
rales tenían que controlar la autenticidad de, aproximada- 
mente, 600.000 firmas, ya que ese es el 25% de las 2:400.000 
personas habilitadas para votar. Se recordará que la primera 
vez que el pueblo uruguayo ejercitó este mecanismo de refe- 
réndum contra las leyes, previsto en el artículo 79 de la Cons- 
titución, fue en oportunidad de dictarse la Ley de Caducidad 
de la Pretensión Punitiva del Estado, en donde se incluyó un 
Capítulo inicial sobre impunidad respecto de determinadas 
personas y delitos. También se recordará que durante, aproxi- 
madamente un año, hubo apasionadas discusiones sobre el 
control de esas firmas. Esa circunstancia mostró que la dispo- 
sición constitucional que se limita a establecer el plazo para 
presentar el recurso -es decir, un año- y la cantidad de adhe- 
siones requerida -o sea, 25% del total de inscriptos- no habla 
de firmas; era simplemente una tradición. Fue así que en el 
seno del Parlamento surgió la idea de dictar una ley que 
tratase de evitar un proceso de control tan complejo y lleno de 
situaciones que en algunos casos fueron irritativas. Digo esto, 
al margen de consideraciones sobre quiénes podían tener la 
razón y quiénes no. Finalmente se dictó la Ley N* 16.017, de 
20 de enero de 1989, que tuvo como intención básica, prime- 
ro, reglamentar una disposición constitucional -me refiero al 
artículo 79- y segundo, encontrar un procedimiento que, sin 
contradecir la Constitución, evitara ese período de control de, 
aproximadamente, 600.000 firmas, que era engorroso y difí- 
cil. 


Algunos de los miembros que actualmente componen este 
Senado -como por ejemplo el señor Senador Ricaldoni- tuvie- 
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ron una actuación importante en la redacción de esa ley, la 
cual funcionó en las dos o tres oportunidades posteriores en 
que se ejercitó este recurso de referéndum. 


Cabe preguntarse en qué consiste el régimen vigente, es 
decir, el de esa ley que ahora se intenta modificar. Se trata de 
un régimen mediante el cual se presenta un número... 


Me resulta más agradable el diálogo de los señores Sena- 
dores que el tema que estoy tratando, pero reglamentariamen- 
te estoy obligado a hablar sobre esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Rogamos a los señores Senado- 
res reducir el volumen del murmullo en Sala, porque no pode- 
mos escuchar al orador. 


Puede continuar el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Mi pretensión, señor Presidente, 
no va tan lejos. Simplemente, deseo que me permitan oír lo 
que estoy diciendo para que mi exposición no sea demasiado 
deshilvanada. 


Decía que la ley vigente tuvo por objeto -la exposición de 
motivos de la misma, en la que tuvo una muy importante 
participación el señor Senador Ricaldoni lo explicaba- por un 
lado, evitar el engorroso y apasionado procedimiento del con- 
trol de firmas con la necesidad de verificar la certidumbre de 
una firma comparándola con la que se puso quizá 50 años 
atrás cuando la persona obtuvo su credencial y, por otro, cum- 
plir con la Constitución, ya que una ley reglamentaria de la 
Constitución no podía evitar ajustarse al marco de ésta. Asi- 
mismo, tenía la intención -esto es muy importante en el caso 
de un referéndum contra una ley que tiene un plazo tan exten- 
so para su presentación como en el caso del Uruguay cuyo 
plazo es de un año, uno de los más largos en el Derecho 
Comparado, y cuya exigencia en cuanto al número de adhe- 
siones es la más grande de todo el Derecho Comparado- muy 
loable por cierto, de dar la oportunidad de que antes del año 
-esto provoca la inseguridad jurídica de saber si una ley va a 
quedar o no vigente durante un año- el recurso se pudiese dar 
por presentado. 


Con todo respeto manifiesto que hace un tiempo escuché 
decir en la Cámara de Representantes con motivo de la pre- 
sentación de otro proyecto -y también fuera del ámbito parla- 
mentario lo oí más de una vez en la calle- que nunca se había 
entendido por qué los señores Legisladores que redactaron esa 
ley fijaron dos oportunidades para que el público concurriera 
a decir si adhería o no al recurso. Incluso, en el ambiente 
periodístico escuché a un analista político -cuyo nombre no 
voy a dar, pero que era un hombre versado en política, no en 
Derecho Constitucional por cierto- decir que no se explicaba 
por qué se daba una segunda oportunidad. Los señores Legis- 
ladores que redactaron el proyecto querían poner una oportu- 
nidad inicial antes del año -a los pocos meses- para saber si 
esa ley sería impugnada o no. A su vez, la Constitución seña- 
la que el plazo para la presentación del recurso es de un año. 
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De manera que quien hubiera leído simplemente el artículo 
79 de la Constitución inmediatamente entendía cuáles habían 
sido las razones del señor Senador Ricaldoni, el entonces 
Senador Aguirre Ramírez y el siempre recordado en el Sena- 
do, Senador Dardo Ortiz, que fueron los que más trabajaron 
en el armado del proyecto. Lograban la compaginación de 
que, por un lado, existiera la oportunidad de saber a los tres 
meses si la ley se iba a impugnar o no y, por otro, se cumplie- 
ra con la Constitución que establece que hay un año para 
recurrir. 


Hace un tiempo se presentó un proyecto en la Cámara de 
Representantes y algún señor Legislador volvió a insistir en el 
tema de por qué se ponía una oportunidad tan lejana. Es más, 
con respecto a ese mismo proyecto más de una vez escuché a 
personas ignaras en la Constitución -para usar un término no 
más delicado sino menos conocido que el de «ignorantes»- 
cuestionar por qué se podía impugnar una parte de la ley; 
incluso el proyecto presentado en la Cámara de Representan- 
tes dice que se impugna toda la ley o no hay recurso de 
referéndum en contra de la misma. Eso ya no significaba el 
desconocimiento de la Constitución, sino que constituía una 
especie de ataque frontal, de «uppercut» a la Constitución. 
Pretender que un recurso sólo pueda ser presentado contra 
toda una ley y no contra algún artículo o párrafo de la misma 
porque el artículo 79 de la Constitución se refiere a «referén- 
dum contra las leyes» es lo mismo que pretender que cuando 
se va a la Suprema Corte de Justicia a impugnar la inconstitu- 
cionalidad de una ley, haya que impugnarla en su totalidad y 
no sólo algunos de sus artículos, porque el artículo 256 esta- 
blece que «las leyes pueden ser impugnadas». Es lo mismo 
que si alguien que recurre una sentencia porque le parece que 
uno de sus párrafos agravia sus derechos tuviera que recurrir 
toda la sentencia. Estos eran aspectos de ese proyecto que ya 
se había publicitado, que estaba en el ámbito de la Cámara de 
Representantes y que era tan «descolocado» -usé una especie 
de metáfora boxística- que constituía un verdadero «upper- 
cut» a la Constitución. 


El proyecto del señor Senador Santoro también buscaba 
-creo que en su redacción original lo conseguía- el efecto de 
evitar que la Corte Electoral tuviera que detenerse mucho 
tiempo en un control de firmas. Por otra parte, es un proyecto 
que técnicamente cumple con la Constitución porque respeta 
el plazo de un año, cumple con una técnica muy importante. 
En el Derecho Comparado, al estudiar el referéndum desde la 
perspectiva politicológica -no tanto jurídica- siempre se ha 
buscado que un ciudadano esté en condiciones de decidir si 
adhiere o no al recurso sabiendo bien en qué consiste el tema. 
Los señores Senadores habrán advertido que en el Uruguay 
uno de los argumentos que se esgrimen en contra del referén- 
dum es que la gente no conoce acerca del tema porque es muy 
técnico. Repito que un proyecto como este que, al establecer 
un plazo de un año, permite que la persona pueda ir el día 
que quiera o no ir, también le da la oportunidad de asesorarse 
tranquilamente con un ciudadano que lo puede ilustrar, de 
leer la ley o de dedicar un mes más a estudiar el punto para 
decidir si adhiere o no al recurso. 


546-C.S. 


De manera que, con la técnica de establecer un número 
inicial de firmas y dar un plazo de un año durante el cual en 
horario de oficina la persona puede ir a una oficina electoral 
y en el momento en que adhiere al recurso su firma queda 
controlada porque la estampa ante un funcionario electo- 
ral, se trata de un proyecto que desde el punto de vista 
técnico-constitucional considero que está muy bien hecho y 
que en parte logra los objetivos que siempre se habían estado 
buscando. 


Este proyecto lograba, sobre todo, evitar un sistema pesa- 
do, lerdo, a veces apasionado, además de fatigoso, como es el 
de controlar firmas, alguna de las cuales son muy distintas a 
las que se tenían en el momento en que se inscribía la persona 
en el Registro Cívico o, en términos corrientes, cuando sacaba 
la credencial. Esta expresión no es muy ajustada, porque la 
credencial no se saca de ningún lado, sino que lo que se hace 
es inscribirse en el Registro Cívico y la Corte Electoral entre- 
ga a la persona un comprobante que lleva ese nombre. 


Después que se presentó el proyecto, el mismo tuvo una 
modificación que consideramos muy importante, lo cual nos 
inclinó a desecharlo, sin perjuicio de que reconocemos, repi- 
to, que la técnica sustancial que propone quizás haya que 
tenerla en cuenta en el futuro o ahora, con algunas modifica- 
ciones relevantes que se puedan hacer. 


El número de firmas iniciales que se establece -que no era 
el original- es muy alto. En el artículo 30 del proyecto se dice 
que: quienes intentaren promover la interposición de un re- 
curso de referéndum deberán comparecer por escrito ante la 
Corte Electoral en un número no inferior al 5%. Hoy en día 
tendríamos, aproximadamente, 130.000 firmas para presen- 
tar, pero no para dar por presentado el recurso de referéndum, 
que sigue siendo el 25% del total de inscriptos, como lo mar- 
ca la Constitución. Quiere decir que tan solo para anunciar el 
propósito de presentar el recurso, habría que contar con 
130.000 firmas, en la actualidad, porque el año que viene 
habría que sumar algunas más. Eso le hace perder al proyecto 
el objetivo de la practicidad que había logrado, de evitar im- 
bricar a la Corte Electoral en una tarea de control de firmas 
que puede llevarle un tiempo importante. Asimismo, teniendo 
en cuenta la Constitución vigente y el hecho de que a partir 
de 1996 nuestro país se ha embarcado en una especie de 
campaña o propaganda política que dura dos años, si en me- 
dio de eso existe una propuesta de referéndum, seguramente 
la Corte Electoral tendrá que enfrentar una situación bastante 
difícil. Probablemente, si se mantiene el cinco por mil y no el 
cinco por ciento, como lo establece la ley vigente, esta crítica 
desaparecería. El hecho es que en el seno de la Comisión de 
Constitución y Legislación este aumentó, no del cinco por mil 
al 5%, porque si mal no recuerdo el proyecto original del 
señor Senador Santoro preveía un 3%, probablemente fue es- 
tablecido con el objetivo de dificultar la existencia de referén- 
dum. Este es un tema sobre el cual hubo algunos planteos de 
orden filosófico dentro de la Comisión y sobre el que se puede 
opinar lo que cada uno crea oportuno. Hay quienes quieren, 
dentro del marco constitucional, abrir un cauce a la posibili- 
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dad de realizar un referéndum y hay quienes desean cerrarlo 
lo más posible. Nosotros no estamos en esta segunda posición 
y tampoco somos partidarios de la «gimnasia» de los referén- 
dum. Sin embargo, estamos de acuerdo con que se cumpla el 
sistema que tenemos en el Uruguay a partir de la Constitución 
de 1934, que no es un sistema representativo -como lo hemos 
dicho tantas veces, aunque no siempre fuimos bien interpreta- 
dos- sino semirrepresentativo o semidirecto. La Constitución 
de 1934 -actualmente, en el artículo 82- cuando describe cuál 
es la forma de Gobierno en nuestro país, elimina la palabra 
«representativo» y expresa que la Nación adopta para su Go- 
bierno la forma democrática republicana. Después, el mismo 
artículo 82, establece que la Nación actúa de dos maneras: de 
manera directa, a través del Cuerpo Electoral -por eso el siste- 
ma es semidirecto y no representativo- y de forma indirecta, 
por medio de los Poderes representativos. Quiere decir que los 
tres Poderes del Gobierno son representativos, pero el sistema 
político, a partir de la Constitución de 1934, es semidirecto o 
semirrepresentativo, según se quiera usar la terminología que 
puso en boga Duverger, que separaba los dos conceptos. En lo 
personal, pienso que se pueden usar indistintamente, por lo 
que no hay inconveniente en utilizar cualquiera de los dos 
vocablos. 


Entonces, cuando se trató este tema en la Comisión, sostu- 
vimos que sin perjuicio de que se admite la validez de una 
discusión de filosofía política, en el sentido de si es bueno o 
malo que haya demasiados referéndums y cuál es el punto 
medio más razonable, la Constitución delimita con toda clari- 
dad qué leyes se pueden impugnar con el referéndum y cuáles 
no. Precisamente, en el artículo 79 se expresa que no se podrá 
utilizar este recurso respecto a aquellas leyes que establecen 
tributos o las que son de iniciativa privativa del Poder Ejecu- 
tivo. Aclaro la expresión «iniciativa privativa» está usado como 
sinónimo de «iniciativa exclusiva» del Poder Ejecutivo, es 
decir, las leyes cuya iniciativa no pueden promover Legisla- 
dores, sino exclusivamente el Poder Ejecutivo. Salvo estas 
leyes, todas las demás pueden ser objeto de referéndum. Si 
esto es bueno o malo, lo decide la ciudadanía, y si se logra un 
25%, hay que admitir que está funcionando el sistema previs- 
to en la Constitución, y si ello no ocurre, no hay referéndum. 
Este es el esquema constitucional. 


Este proyecto, como viene ahora al Senado, a pesar de 
mantener esa ingeniosa técnica, ajustada, a mi juicio, a la 
Constitución, de permitir que durante un año la gente decida 
si va O no a firmar -ese es el plazo que fija la Constitución 
para presentar el recurso- en el artículo 30, para anunciar que 
se va a promover un recurso, exige una cantidad muy grande 
de firmas, lo que le quita un logro que se había obtenido, que 
es el de evitar a la Corte Electoral la difícil tarea de controlar 
las firmas. Esa es una de las razones por las que no vamos a 
apoyar este proyecto. 


Entendemos que la cantidad de los recursos de referéndum 
contra una ley -aclaro que este no es un planteo que parta de 
la Constitución- no debe derivar de un corsé que puede ser 
elaborado muy racionalmente de antemano, sino del buen sen- 
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tido popular. Creo que los hechos en el Uruguay han mostra- 
do que efectivamente es así. En nuestro país no han habido 
demasiados referéndums contra las leyes. 


Hoy, en el momento en que entraba a una frustrada Asam- 
blea General, me encontré con un señor Representante Nacio- 
nal que también creía que estas firmas que se habían entrega- 
do ahora tenían que ver con el tema del referéndum contra las 
leyes, lo cual demuestra una poca lectura del artículo 79 de la 
Constitución. La Asamblea General hoy estaba citada para 
dar cuenta que se pasaba a la Corte Electoral un paquete de 
firmas de una iniciativa popular de enmienda constitucional, 
lo que no tiene nada que ver con el recurso del referéndum 
contra las leyes que estamos tratando en el Senado. Sin em- 
bargo, me encontré con una persona que me hizo ese comen- 
tario en el pasillo de la Cámara de Representantes. Pienso que 
no es conveniente manejar este tema sin leer la Constitución. 


Me parece que sería muy conveniente realizar una lectura 
del artículo 79. Debo aclarar que no estoy diciendo que este 
artículo 30 sea contrario a la Constitución; lo que expreso es 
que, al haberse aumentado el porcentaje que planteaba el pro- 
yecto original del señor Senador Santoro -no para presentar el 
recurso, que continúa siendo el 25%, sino para anunciar que 
se va a promover un recurso- se reitera el hecho de que la 
Corte Electoral tenga que controlar 150.000 firmas, lo que no 
es el objetivo de estas leyes. En realidad, su objetivo genérico 
es reglamentar una disposición constitucional lacónica, no 
muy explícita, evitando ese antiguo procedimiento, que tuvo 
una mala experiencia en lo que tiene que ver con la tranquili- 
dad que es necesaria en este tipo de actos. Quienes trabajamos 
en ese referéndum, con ahínco, recordamos episodios muy 
fuertes de discusiones, así como de anulaciones y validaciones 
muy discutibles de firmas. 


En consecuencia, no podemos acompañar con nuestro voto 
este proyecto, tal como viene ahora, modificado por la mayo- 
ría de la Comisión, sobre todo en lo que tiene que ver con su 
artículo 30. 


En segundo lugar, señor Presidente, deseo referirme a una 
objeción que fue realizada y contestada, con muy respetables 
argumentos, en el seno de la Comisión de Constitución y 
Legislación. Respecto de este punto sigo pensando que, de 
presentarse una ley de este tipo, que mejore la reglamentación 
de la Constitución en materia de referéndum contra las leyes, 
debería aprovecharse la oportunidad legislativa para introdu- 
cir en este mismo proyecto de ley algo que omitió la ley que 
se intenta modificar, correspondiente al 20 de enero de 1989. 
La misma tiene que ver con la reglamentación del recurso de 
iniciativa popular en materia legislativa. Es evidente que cuan- 
do se estudia un proyecto que reglamenta el recurso de refe- 
réndum contra las leyes, se tiene la oportunidad legislativa 
para reglamentar la iniciativa popular de leyes, lo que está 
previsto en el mismo artículo de la Constitución, o sea, en la 
segunda parte del artículo 79. A continuación, paso a leer el 
referido artículo 79, a manera de apoyo verbal a efectos de 
proseguir mi exposición. El mismo dice: «El veinticinco por 
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ciento del total de inscriptos habilitados para votar, podrá 
interponer, dentro del año de su promulgación, el recurso de 
referéndum contra las leyes y ejercer el derecho de iniciativa 
ante el Poder Legislativo». Esta frase forma parte del mismo 
artículo que habla del referéndum. Además, vemos que dice: 
«ejercer el derecho de iniciativa ante el Poder Legislativo», 
cosa que nunca fue reglamentada por ley, ya que no hay 
ninguna norma que diga cómo se ejerce ese derecho. Sabemos 
que es el 25% el que lo puede ejercer, porque lo dice la 
Constitución, pero no sabemos qué pasa cuando eso se pre- 
senta ante el Poder Legislativo. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Mociono para que se prorrogue el 
tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción presen- 
tada. 


(Se vota:) 
-22 en 23. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK.- Muchas gracias, señor Presidente 
y señores Senadores. En el mismo párrafo que leí del artículo 
79 está previsto el recurso de referéndum contra una ley ya 
existente y el derecho de iniciativa de una ley a presentar ante 
el Parlamento. Lo curioso es que el recurso de referéndum 
esté reglamentado. Obviamente, no es curioso desde el punto 
de vista histórico, ya que históricamente se había presentado 
un recurso contra la Ley de Caducidad y por eso el Legislador 
se vio impelido a reglamentarlo. 


Quiero señalar que me parece una carencia muy importan- 
te de este proyecto, el que no se haya aprovechado para regla- 
mentar la iniciativa popular legislativa. Advierto a los seño- 
res Senadores que en la Comisión el argumento fue contesta- 
do diciéndose que no había que votarlo en contra por el hecho 
de que careciera de cierto capítulo y que en otra oportunidad 
se haría otra ley para reglamentar la iniciativa popular le- 
gislativa. Si bien respeto este argumento, me pareció adver- 
tir -sobre todo por las modificaciones planteadas con todo 
derecho desde el punto de vista de la filosofía política- que 
hay dos ideas distintas en materia de ejercicio de estos institu- 
tos, que algunos llaman «mecanismo de gobierno directo», en 
un sistema básicamente representativo, no representativo, como 
expliqué hace unos momentos. Reitero que se trata de un 
sistema básicamente representativo, con la inclusión de meca- 
nismos de gobierno directo, tales como el referéndum contra 
las leyes, la iniciativa popular legislativa, la iniciativa popu- 
lar constitucional, el plebiscito constitucional, la iniciativa 
popular y el referéndum contra actos, tanto de los gobiernos 
departamentales, como de los locales. Todo esto integra nues- 
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tra Constitución y es lo que le da ese carácter de gobierno 
semidirecto o semirrepresentativo. En consecuencia, pienso 
que la carencia de un proyecto de esta naturaleza es muy 
importante. Se trata de una carencia, porque es difícil que se 
dé otra oportunidad legislativa, sobre todo cuando se está 
tratando de reglamentar un párrafo de la Constitución; es 
decir, se está reglamentando una frase y no la otra. La expli- 
cación de la ley vigente es que en aquel momento estaba en 
juego un polémico recurso contra una ley y no había iniciativa 
popular. Ahora bien; dado que ahora estamos tratando de 
mejorar el mecanismo existente, creo que esta es una omisión 
importante. A continuación, voy a aclarar por qué. 


Se podría decir -y ello sería una verdad jurídica- que si en 
la Constitución existe el derecho de iniciativa legislativa, aun- 
que esa disposición no esté reglamentada, el derecho puede 
ser ejercido. Efectivamente, es así. Por mandato del artículo 
332, los preceptos de la Constitución que establecen derechos 
en favor de los individuos, no dejarán de aplicarse por falta 
de la reglamentación respectiva. Por lo tanto, ya existe, ya 
está vigente en nuestro país el derecho a iniciar, popularmen- 
te, una ley y presentarla al Parlamento, si se cuenta con un 
25% de apoyo. Además, ese artículo 332 que acabo de citar 
dice a qué caminos debe recurrir el intérprete cuando se care- 
ce de la reglamentación respectiva. Uno de ellos es el funda- 
mento de leyes análogas; otro, las doctrinas generalmente ad- 
mitidas y otro los principios generales de derecho. Entonces, 
pregunto a los integrantes del Cuerpo si esto no constituye 
una verdadera inseguridad jurídica. 


Cuando se presenta una iniciativa popular al Parlamento, 
si éste la aprueba, no hay problema; se trata de una ley co- 
mún. Pero en caso contrario, la debe someter a un referén- 
dum, ya que se trataba de una iniciativa popular que contaba 
con el 25% de apoyo. Estamos hablando de un referéndum 
que no se ha establecido cuándo debe realizarse y respecto del 
cual tampoco está establecido si esa adhesión del 25% debe 
realizarse por medio de firmas o no. Estamos hablando de 
una iniciativa popular que, en caso de no ser aprobada por el 
Parlamento, deberá ser sometida a plebiscito, como todas las 
iniciativas populares. Entonces, ¿cuál va a ser el mecanismo 
que se va a emplear? Es evidente que al respecto falta una 
reglamentación. Aplicando el artículo 332, se puede decir que 
hay una norma análoga, la Ley N* 9515, en donde está regla- 
mentada la iniciativa popular. Me refiero a la Ley Orgánica 
Municipal. 


Expresamente, en los artículos posteriores al 60 figuran 
las disposiciones que establecen que si se presenta a la Junta 
Departamental una iniciativa -creo que del 15% de la ciuda- 
danía del departamento- y ésta no se aprueba, el Intendente 
tiene que llamar a elecciones en un plazo que, si mal no 
recuerdo, es de sesenta días. 


Por lo tanto, uno de los caminos es aplicar la ley análoga 
y, en este sentido, quiero aclarar el concepto. En mi opinión, 
«los fundamentos de leyes análogas», citado en el artículo 
332, se refiere al fundamento de las leyes que reglamentan 
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artículos de la Constitución análogos a los que se pretende 
aplicar. La Constitución, en los artículos 300 y 303, tiene 
previsto el referéndum y la iniciativa en materia departamen- 
tal, que sí están reglamentados; lo que no lo está es el artículo 
79. Entonces, la analogía -según entiendo, aunque es un tema 
que se ha discutido- es entre dos normas constitucionales: una 
reglamentada, que se refiere a la iniciativa popular departa- 
mental, y otra, el artículo 79, que no está reglamentado y que 
trata de la iniciativa popular en materia de leyes nacionales. 
Eso es la ley análoga. 


Los principios generales del Derecho nos dicen muy poco 
acerca del plazo para llamar a plebiscito; tampoco lo hacen 
las doctrinas generalmente admitidas. Este es un tema muy 
difícil, porque lo que resuelven las leyes son problemas de 
procedimiento, y por doctrinas no se resuelven plazos. De 
manera que lo más probable es que haya que ir a la analogía 
de esa Ley Orgánica Municipal N* 9515 y un 25% de la 
ciudadanía deba presentar al Parlamento un proyecto ante el 
que no se puedan cerrar los ojos y decir que no se hace nada, 
ya que tendrá que aprobarse la ley o someterla a plebiscito, 
porque es un derecho que está en la Constitución. ¿Con qué 
procedimiento se hace eso? A mi juicio, o se aplica por analo- 
gía la Ley Orgánica Municipal o, por analogía, el artículo 
331, que se refiere a la reforma de la Constitución; a lo mejor 
algún autor puede sostener eso, y cuando se presenta una 
iniciativa popular -no legislativa sino constitucional, como la 
que se ha tratado en estos días- el plebiscito se hace en la 
elección siguiente, si existe una antelación de seis meses con 
la presentación de las firmas. Reitero que podría sostenerse 
esta última tesis, pero es toda una inseguridad jurídica. 


No se puede decir que si el objetivo es no reglamentar este 
artículo no existe solución, porque no hay iniciativa popular 
legislativa si la norma no está reglamentada; eso no es así, 
porque la Constitución expresa que las normas, aunque no 
estén reglamentadas, deben aplicarse cuando consagran un 
derecho para las personas. 


Quiero recordar -no hace mucho tiempo y todos los que 
estamos acá lo recordamos- que el primer referéndum contra 
una ley que se planteó en el Uruguay -que fue contra la Ley 
de Caducidad- se presentó en el año 1986, cuando todavía no 
estaba la ley reglamentaria del artículo 79 de la Constitución, 
que recién se dictó en el año 1989 basándose, precisamente, 
en que el artículo 332 asegura el derecho de que se apliquen 
las normas de la Constitución, aunque no estén reglamenta- 
das, si reconocen derechos en favor de los individuos o si 
atribuyen facultades e imponen deberes a las autoridades pú- 
blicas. 


En consecuencia, señalo que esta omisión -y no digo esto 
en un sentido crítico, sino en el de no contener esta reglamen- 
tación- es un motivo que, a mi juicio, valida perfectamente el 
hecho de que no estemos en condiciones de votar favorable- 
mente este proyecto de ley. Digo esto con cierto lamento des- 
de el punto de vista técnico, porque reitero que la técnica 
central de la iniciativa es buena. Con respecto a la ley vigen- 
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te, evita dos actos electorales, lo que desde el punto de vista 
de la participación popular puede ser importante, ya que mo- 
tiva movilizaciones en un país que, reitero, tiene de aquí en 
adelante dos años de campaña electoral. 


Me atrevo a pensar -aclaro que no estoy promoviendo nin- 
guna iniciativa al respecto- que la reflexión del actual sistema 
va a determinar que no pase más de un año antes de que se 
intente diluir un poco estos dos años de vida político-electo- 
ral. Además, como todos sabemos, es un país que ha practica- 
do con más de 230 ó 240 proyectos de reformas constituciona- 
les, de manera que hay una costumbre uruguaya -que no criti- 
co- y me parece que eso es lo que va a ocurrir. Inclusive, no 
sé por qué, pero tengo la impresión de que va a haber bastante 
consenso en esa materia y a breve plazo habrá que buscar 
fórmulas que, sin diluir la participación popular que es muy 
importante, eviten que esto se transforme en dos años de 
publicidad electoral, que es algo distinto. 


Por otro lado, pensamos que este proyecto de ley debiera 
solucionar, también, algún punto técnico que quedó planteado 
desde que se ejercitó por primera vez el recurso de referén- 
dum que, reitero, se llevó a cabo con la Ley de Caducidad; 
con anterioridad este mecanismo no existía, porque fue pre- 
visto en la Constitución que entró en vigencia en 1967. 


A nuestro juicio, es la ciudadanía uruguaya y los propios 
partidos y sectores los que promueven y apoyan recursos de 
este tipo, y los que determinan hasta dónde es o no razonable 
el ejercicio del referéndum. Lo mismo sucedería con la inicia- 
tiva popular. Al respecto, si hacemos cuentas -que son muy 
sencillas- en este país hubo un referéndum contra la Ley de 
Caducidad -y estamos hablando de 1967 a la fecha, es decir, 
más de treinta años, aunque hubo once de dictadura, donde 
era impensable un referéndum contra un acto del seudo-Parla- 
mento que entonces existía- después se interpuso el recurso 
contra la habitualmente llamada Ley de Empresas Públicas o 
de Privatización -tuvo distintas denominaciones populares- y 
posteriormente hubo un par de intentos, entre los que recorda- 
mos el último contra la Ley que reguló la producción y venta 
de energía eléctrica. Quiere decir que la ciudadanía en el 
Uruguay no hace gimnasia con este mecanismo y se autocon- 
trola bien. 


Cuando se discutió el tema de la Ley de Caducidad -quien 
habla no estaba en el Parlamento- se decía que era una barba- 
ridad que se hicieran miles de juicios, que abarcaban un pe- 
ríodo de diez o doce años en el que se cometieron tantos 
delitos. Sin embargo, la ciudadanía había hecho a ese mo- 
mento solamente 31 denuncias, ya que solamente se habían 
planteado los casos muy graves. De manera que esta es una 
nación en la que yo diría que se puede confiar -ya que es la 
soberana- por su buen sentido de cuándo debe ejercer un re- 
curso que, naturalmente, puede generar inquietudes, discusio- 
nes y polémicas. 


Cuando se habla de la gimnasia, reitero que sólo tres veces 
se ha aplicado el mecanismo. Si hay un ignaro que confunde 
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esto con la iniciativa de reforma de la Constitución, que figu- 
ra en otro artículo y nada tiene que ver, y los empieza a 
acumular, entonces claramente llegamos a preguntarnos por 
qué tenemos tantas elecciones cada cinco años. Cuando se 
dice qué complejo es votar en un referéndum, pregunto: ¿es 
más complejo votar contra una ley que votar un montón de 
gente nada menos que para Presidente, Diputados, Senadores 
e Intendente, que son los que van a conducir cotidianamente 
el Estado durante cinco años? ¿No es esa una decisión más 
compleja, que requiere conocer mucho más? Sin embargo, no 
conozco que se haya dicho que es una barbaridad que existan 
elecciones cada cinco años porque el ciudadano no sabe bien 
lo que piensa cada candidato a diputado, a edil o a intendente. 
Ese argumento no se hace. 


Confiemos en el buen sentido de la ciudadanía, no ponga- 
mos vallas ni obstáculos excesivos e innecesarios, con la úni- 
ca finalidad de trabar un tipo de recurso previsto en la Consti- 
tución y que, por otra parte, ya en ella tiene una traba muy 
importante, pues nada menos que el 25% de los ciudadanos 
deben decir que están dispuestos a promover el recurso, y no a 
derogar la ley, puesto que no se sabe si finalmente ello ocurri- 
rá en el plebiscito. 


Repito que nuestro país es el que tiene las exigencias más 
altas para presentar un recurso de referéndum. 


No me ha parecido buena, pues, la solución del artículo 
30, que para el anuncio de la promoción del recurso -no ya 
para la presentación, sino para anunciar que se lo va a hacer- 
exige un 5%. 


A pesar de que no pudimos encontrar opinión de un órga- 
no formal de nuestra fuerza política, nosotros tenemos una 
referencia -y no digo que sea algo inmodificable, ni mucho 
menos- que seguramente alguno de los señores Senadores que 
participaron en el proceso de la reforma constitucional de 
1996 debe recordar. Uno de los puntos que un Plenario Na- 
cional del Frente Amplio manejó como condicionamiento en 
el proceso de negociación de la reforma, era que no se tocara 
el sistema legal del referéndum. Ese elemento, a falta de otra 
discusión que pudiera orientarnos para traer una opinión que 
no fuera meramente personal, también fue una guía genérica 
que, repito, no es inmodificable. Todo dependerá de sí existe 
una ley que mejore la legislación vigente, que ha sido tan 
criticada sin distinción política; aquí no hay matices, puesto 
que han hecho críticas gente de todos los partidos políticos. 
De todos modos, en general las críticas se centraban -supongo 
que era gente que no había leído bien la Constitución- en el 
hecho de que se hablaba de un acto electoral al año de la 
promulgación de la ley. Repito que si hay una ley que real- 
mente mejore la legislación vigente, con una técnica que, 
básicamente, podría ser la que ha sido incluida en esta inicia- 
tiva, inclusive estaríamos dispuestos a promover un reestudio 
de la cuestión dentro de nuestra fuerza política, pero no con 
una exigencia tan grande para el anuncio de la presentación 
del recurso, puesto que ello supondría la desaparición de una 
de las ventajas de la ley actual, que es la de no imbricar a la 
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Corte Electoral en ese trabajo fatigoso y polémico. También 
tendría que aprovecharse la oportunidad legislativa para regu- 
lar, al menos en los aspectos básicos de procedimiento, la 
iniciativa popular. 


Quiero decir -y aquí termino, para felicidad de todos los 
miembros del Senado- que la iniciativa popular en materia de 
leyes -y está demostrado en el mundo político comparado- es 
un instituto que tiene mayor plasticidad que el referéndum 
contra las leyes. ¿Por qué? Porque si existen personas descon- 
formes con una ley, aun con una iniciativa votada por gente a 
la que eligieron -de ahí que el sistema no sea puramente 
representativo, sino que es semidirecto; se eligen Legisladores 
que después, de pronto, elaboran y votan una ley que no le 
gusta al propio elector- la Constitución les otorga este dere- 
cho. Ahora bien, este derecho, en una iniciativa popular, se 
puede ejercer con más plasticidad, porque la gente puede de- 
cir que está desconforme con determinada ley y que, en cam- 
bio, quisiera que se hubiera votado otra cosa. La iniciativa 
popular permite proyectar la solución que el ciudadano en- 
tiende que es la mejor; por el contrario, el referéndum sólo 
permite -por lo menos de manera oficial, formal- pronunciar- 
se acerca de si una ley quedará vigente o se echará abajo. 


No me he detenido en mayores explicaciones en cuanto a 
que las leyes sólo pueden ser impugnadas en su totalidad, 
porque eso es una descolocación jurídica enorme. Tampoco lo 
he hecho porque, entre otras cosas, este proyecto no incurre, 
por supuesto, en ese tremendo error técnico; por el contrario, 
aclara que se puede impugnar una ley o una parte de ella. 


5) SEGUROS Y REASEGUROS AGROPECUARIOS 


SEÑOR ASTORI.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORLI.- Señor Presidente: no es un secreto para 
nadie la situación difícil por la que atraviesa el sector agrope- 
cuario en el Uruguay. 


Como se sabe, en este momento se está desarrollando una 
reunión de la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca de 
la Cámara de Representantes con el equipo económico, para 
discutir esta situación, a propósito del compromiso que se 
había asumido con los productores agropecuarios en cuanto a 
dar alguna respuesta en un plazo más o menos breve. A esa 
reunión estuvimos asistiendo los miembros de la Comisión 
análoga del Senado de la República, pero como consecuencia 
de la sesión que está celebrando el Cuerpo debimos volver a 
nuestro lugar de trabajo, que es éste. 


Ahora bien, precisamente en el orden del día de hoy figura 
un punto que el sector agropecuario viene reclamando hace 
mucho tiempo y en el que estamos de acuerdo todos los parti- 
dos políticos representados en el Senado. Me refiero a la exo- 
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neración del IVA a los seguros agrícolas, que es uno de los 
petitorios que las gremiales agropecuarias vienen formulando, 
repito, desde hace tiempo. 


He solicitado la palabra para proponer al Cuerpo que se 
trate de inmediato este tema y lo aprobemos, porque no creo 
que haya mejor señal para un sector que hoy está muy angus- 
tiado, que poner en práctica una medida que está esperando. 
Me parece que eso vale más que muchas sesiones de discusión 
con Ministros y responsables de la conducción económica del 
país. 


Mi propuesta, entonces, es que se interrumpa el punto que 
estamos tratando, para dar aprobación a este proyecto de ley 
que fue considerado con detalle en la Comisión de Hacienda 
del Senado y que contó con el asesoramiento del equipo eco- 
nómico, del Banco de Seguros y de la Superintendencia de 
Seguros. O sea que fue muy bien estudiado por los integrantes 
de la Comisión. 


Si el Cuerpo tiene a bien acoger mi propuesta, estaríamos 
dando un paso adelante muy importante, dado los momentos 
que vive nuestro país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta for- 
mulada por el señor Senador Astori en el sentido de que el 
Senado altere el orden del día y pase a tratar de inmediato el 
proyecto de ley por el que se exonera del Impuesto al Valor 
Agregado a los seguros agropecuarios. 


(Se vota:) 
-22 en 23. Afirmativa. 


En consecuencia, se pasa a considerar el asunto que figura 
en quinto término del orden del día: «Proyecto de ley por el 
que exonera del Impuesto al Valor Agregado a los seguros 
agropecuarios.» (Carp. N” 1209 - Rep. N* 845/99)». 


(Antecedentes: ) 
«Carp. N* 1209/99 
Rep. N* 845/99 
PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 
Artículo 1”.- Exonérase del Impuesto al Valor Agre- 
gado a los seguros y reaseguros que cubran contra los 


riesgos de incendio y climáticos a los siguientes bienes: 


a) los cultivos agrícolas, hortícolas, frutícolas y fo- 
restales ubicados dentro del territorio nacional. 


b) las estructuras de protección para los cultivos 
mencionados. 


c) todas las especies de la producción animal desa- 
rrollada en nuestro país. 
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Artículo 2”.- La disposición establecida en el ar- 
tículo precedente se aplicará a los contratos de segu- 
ros celebrados a partir de la promulgación de la pre- 
sente ley. 


Sala de la Comisión, 29 de abril de 1999. 


Nahum Bergstein Miembro Informante, Da- 
nilo Astori, Jorge Batlle, Luis Brezzo, Gui- 
llermo García Costa. 


Ministerio de Economía y 
Finanzas 
Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 


Montevideo 14 de octubre de 1998. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
alto Cuerpo a fin de someter a su consideración el 
adjunto proyecto de ley referido a la exoneración del 
Impuesto al Valor Agregado de los seguros agropecua- 
rios. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El proyecto se vincula a los esfuerzos tendientes a 
mejorar las condiciones de competitividad del sector 
agropecuario. 


La actividad de dicho sector se encuentra par- 
ticularmente expuesta a las contingencias climáti- 
cas, por lo que la generalización de la contrata- 
ción de seguros que cubran tales riesgos, constitu- 
yen una medida de singular eficacia para superar 
situaciones que suelen generar graves perjuicios 
económicos y sociales. 


Al establecer la exoneración del impuesto al valor 
agregado que grava tales servicios de cobertura, dispo- 
niendo además un régimen de devolución del Impuesto 
al Valor Agregado correspondiente a las adquisiciones 
de bienes y servicios destinados a ser incorporados al 
costo de los mismos, se mejoran sustancialmente las 
condiciones de contratación de los seguros. 


Además debe destacarse que el beneficio alcanza 
por igual a los asegurados que sean contribuyentes del 
Impuesto a las Rentas Agropecuarias y a los que tribu- 
ten el Impuesto a la Enajenación de Bienes Agropecua- 
rios. 


Por último, cabe mencionar que el proyecto estable- 
ce, a los efectos de la vigencia del beneficio, que esta- 
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rán amparados aquellos servicios de cobertura que se 
devenguen a partir de la promulgación de la ley. 


Saluda al señor Presidente con la mayor considera- 
ción. 


Hugo Fernández Faingold, VICEPRESIDEN- 
TE DE LA REPUBLICA EN EJERCICIO DE 
LA PRESIDENCIA, Ec. Luis A. Mosca, Ser- 
gio Chiesa. 


PROYECTO DE LEY 


Art. 1”. - Exonérase del Impuesto al Valor Agrega- 
do a los seguros y reaseguros que cubran riegos en 
relación a actividades agrícolas, agropecuarias, gana- 
deras y forestales, desarrolladas en el país. 


El Poder Ejecutivo establecerá la nómina de las 
prestaciones amparadas por el beneficio. 


Art. 2”. - El Impuesto al Valor Agregado incluido 
en las adquisiciones de bienes y servicios destinados a 
integrar el costo de los servicios a que refiere el artícu- 
lo anterior, será devuelto mediante el régimen aplica- 
ble a los exportadores. 


Art. 3”. - Las disposiciones establecidas en los 
artículos precedentes se aplicarán a los servicios deven- 
gados a partir de la promulgación de la presente ley. 


Hugo Fernández Faingold, VICEPRESIDEN- 
TE DE LA REPUBLICA EN EJERCICIO DE 
LA PRESIDENCIA, Ec. Luis A. Mosca, Ser- 
gio Chiesa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: debo decir que 
el señor Senador Astori, en su elocuente fundamentación de 
la moción de orden, ya ha adelantado parte de lo que se 
supone que son nuestros deberes como Miembro Informante 
del proyecto. 


Tal como lo expresó, es una propuesta en torno a la cual 
existe apoyo de todos los sectores aquí representados y res- 
ponde a un proyecto del Poder Ejecutivo. Posteriormente, y 
luego de diversos asesoramientos, a pedido de la Comisión, se 
recibió otra propuesta de la Dirección General Impositiva, 
fundamentalmente en relación a una preocupación generada 
en el seno de la Comisión sobre los alcances que podía tener 
el proyecto de ley en función de su versión original. 
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Esta segunda versión del proyecto de ley también fue obje- 
to de algunos ajustes, luego de lo cual el mismo fue aprobado 
por la unanimidad de los integrantes de la Comisión de Ha- 
cienda. 


La fundamentación de esto es en primer término, como 
acaba de manifestar el señor Senador Astori, una señal de 
sensibilidad a los problemas del agro. Este es uno de los 
múltiples frentes en que el tema del agro puede ser enfocado: 
abaratando uno de sus insumos al exonerar el IVA de estos 
seguros. 


En segundo término, estimula una cultura del seguro en el 
seno de la sociedad, que es propia de países desarrollados y 
consiste simplemente en prever y cubrirse contra contingen- 
cias aleatorias en el futuro como los incendios y los trastornos 
climáticos. Por eso el seguro es un producto cultural. En rela- 
ción a los productores agropecuarios, ese proyecto pretende 
fomentar el seguro contra los riesgos de incendio y de clima, 
especificándose cuáles serían los bienes asegurados, así como 
en su artículo 2” se especifica claramente el ámbito de vigen- 
cia temporal de la ley, una vez promulgada. 


Hemos conversado sobre el proyecto justamente en el día 
de hoy con el Presidente del Banco de Seguros del Estado, 
doctor Cassina, quien entendía que si ese proyecto pudiera 
contribuir a la masificación del seguro contra riesgos climáti- 
cos, provocaría una sustancial baja en el costo del seguro y 
retroalimentaría una situación por la cual el seguro tendría 
mucha más aceptación en el agro. ¿Cómo se puede fomentar 
eso? Precisamente, mediante la exención del IVA, que es el 
corazón de ese proyecto. 


Para terminar, cabe recordar, señor Presidente que el pro- 
yecto fue aprobado por unanimidad de quienes participaron 
en su discusión en el seno de la Comisión de Hacienda. 


Es todo lo que tenemos que decir por el momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto. 


(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1”. 

(Se lee:) 


«Artículo 1”.- Exonérase del Impuesto al Valor 
Agregado a los seguros y reaseguros que cubran contra 
los riesgos de incendio y climáticos a los siguientes 
bienes: 
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a) los cultivos agrícolas, hortícolas, frutícolas y fo- 
restales ubicados dentro del territorio nacional; 


b) las estructuras de protección para los cultivos 
mencionados; 


c) todas las especies de la producción animal desa- 
rrollada en nuestro país.» 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 2*. 

(Se lee:) 


«Artículo 2”.- La disposición establecida en el ar- 
tículo precedente se aplicará a los contratos de seguros 
celebrados a partir de la promulgación de la presente 
ley.» 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el proyecto de ley sancionado por ser igual 
al considerado) 


6) RECURSO DE REFERENDUM 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado continúa la consi- 
deración del proyecto de ley por el que se modifica la Ley 
N* 16.017 sobre el recurso de referéndum contra las leyes. 


Tiene la palabra el señor Senador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: vamos a decir 
algunas palabras sobre este proyecto de ley y comenzaremos 
por afirmar que, en nuestra opinión, nuestro sistema constitu- 
cional consagra una democracia representativa complementa- 
da por institutos de democracia directa. Vale decir que no 
tenemos el privilegio de compartir la afirmación del señor 
Senador Korzeniak de que tenemos un sistema mixto con 
institutos de democracia directa y de democracia representati- 
va. Y no se trata en realidad de una discusión académica, que 
mucho me cuidaría de tener precisamente con tan destacado 
especialista en esta rama del derecho. Pero el tema, como 
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veremos, tiene importancia al valorar el proyecto de ley que 
está a consideración del Senado y el espíritu al cual debe 
responder la reglamentación legal del instrumento. Nosotros 
entendemos que nuestro país tiene un sistema de democracia 
representativa que funciona los 365 días del año, de día y de 
noche, los días hábiles y feriados. Este sistema está comple- 
mentado en el texto constitucional por algunos institutos de 
democracia directa. El propio texto constitucional mediante 
su artículo 82, cuando se refiere a los institutos de democracia 
directa establece taxativamente los casos en que la soberanía 
es ejercida por el cuerpo electoral -elección, iniciativa y refe- 
réndum- mientras que no hay referencia puntual al funciona- 
miento representativo por ser la norma general. Cuando se 
trata del sistema representativo no se establecen los mecanis- 
mos puntuales; es el sistema normal de funcionamiento de los 
poderes representativos, tal como resulta del texto constitu- 
cional. Entre tanto, los casos de democracia directa son objeto 
de un tratamiento puntual y requieren el estímulo en cada 
caso -ya sea la iniciativa o el referéndum- estímulo que preci- 
samente este proyecto de ley intenta regular de manera dife- 
rente al régimen vigente. Es imposible disociar el tratamiento 
de este proyecto sin compartir alguna reflexión acerca de cuál 
ha sido la experiencia en nuestro país en la materia de los 
referendos. Nosotros creemos -y es una creencia de vastos 
sectores de la sociedad- que, primero con perplejidad y luego 
con desazón, no están de acuerdo con la forma en que la ley 
actualmente vigente regula ese instituto. 


(Ocupa la Presidente el señor Senador Wilson Sanabria) 


-Cada vez que, de acuerdo al régimen vigente, se impulsó 
el instituto del referéndum se hizo evidente el costo para el 
Erario y además el estado de conmoción que inevitablemente 
cada vez que el instituto se ponía en juego creaba, aunque ello 
no estuviera en el ánimo de quienes lo propiciaran. Todo eso 
lleva a que estos institutos que complementan nuestro sistema 
de democracia representativa deben ser abordados con sumo 
cuidado y como excepciones al régimen general. Debo decir, 
señor Presidente, que así como nosotros creemos que en nues- 
tro país la experiencia en la materia no ha sido del todo 
satisfactoria, este no es un hecho privativo de nuestro país 
sino que a lo largo de casi 200 años, analistas de primer 
orden internacional e historiadores han evaluado de manera 
muy contradictoria ese instituto lo que no es de extrañar si se 
tiene presente quiénes fueron los personajes históricos que en 
el contexto internacional frecuentemente apelaban a ese insti- 
tuto, recurriendo directamente a la consulta popular y saltean- 
do los mecanismos de democracia representativa. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR BERGSTEIN.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede in- 
terrumpir el señor Senador Korzeniak. 
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SEÑOR KORZENIAK.- Pido disculpas al señor Senador 
por la interrupción, pero me parece que acaba de hacer una 
afirmación a la que quisiera aportar algún dato histórico. Es 
verdad que hubo dictadores que apelaron a ese mecanismo. Es 
notorio. Por ejemplo, los famosos plebiscitos de Adolfo Hitler. 
También en el Uruguay Terra intentó saltear el Parlamento y 
después dio un golpe de Estado porque quería reformar la 
Constitución con un plebiscito. Es verdad. Pero también es 
cierto que una cosa es el plebiscito al margen de lo que prevé 
la Constitución y otra el plebiscito o el referéndum dentro del 
marco de la Constitución. Es lo que muy bien explicó en el 
año 1916 José Batlle y Ordóñez, que es un verdadero alegato 
a favor del plebiscito, estupendo además, en el cual creo que 
se han basado las normas de la Constitución que establecen el 
referéndum. Incluso la Constitución de 1934 también lo tomó 
en cuenta. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede 
continuar el señor Senador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: nosotros no es- 
tamos en contra de este instituto, sino contra sus excesos. Nos 
merece reparos la forma en que la ley vigente lo ha reglamen- 
tado. Nos ha parecido, y nos parece, que esta reglamentación 
vigente es proclive a un ejercicio abusivo del instituto; preci- 
samente, en algunos casos en nuestro país, hemos visto un 
ejercicio abusivo. En mi opinión, estos institutos de consulta 
directa deben vincularse con los temas entrelazados con con- 
vicciones religiosas y filosóficas, con la escala de valores de 
cada individuo, que no tiene por qué coincidir con los marcos 
partidarios. 


A nosotros nos parece muy bien recurrir, por ejemplo, a 
un referéndum para superar la disyuntiva entre justicia y paz. 
Sin embargo, no nos ha parecido igualmente procedente pre- 
tender aplicar este instituto para evaluar una ley sobre el 
marco regulatorio energético del país. De todas formas, nos 
vamos a atener al texto constitucional, el cual establece, a su 
vez, a renglón expreso, cuáles son los casos en que no se 
puede aplicar el instituto. 


Por lo tanto, mientras ése sea el texto constitucional se 
podrá aplicar a todas las demás materias. Justamente, como se 
puede aplicar a todas las demás materias, nos obliga doble- 
mente a actuar con equilibrio y ponderación a la hora de 
viabilizar el recurso por vía de la ley reglamentaria. 


Por ende, creemos que el proyecto de ley no contiene tra- 
bas excesivas, sino que el mecanismo previsto, refiere a la 
posibilidad de dar todo un año de plazo para que cada uno 
pueda expresar su adhesión al recurso. Este mecanismo, tiene 
como mayor ventaja -no tanto en la economía que genera, que 
es un dato no desdeñable- permitir que la utilización del re- 
curso -no voy a decir conmoción, porque el término sería 
exagerado- un estado de agitación permanente con las meno- 
res confrontaciones, porque hay algo que está en la esencia 
del recurso y que es inevitable. Cuando un texto legal se 
somete a un referéndum no queda otra alternativa que optar 
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por sí o por no; y, a veces, las leyes, que son reflejo de la 
realidad, no se prestan a esas categorizaciones tan simples 
como, repito, la de optar por sí o por no. Por el contrario, nos 
encontramos con zonas grises, con elementos a favor y en 
contra, y la verdad generalmente es tan complicada que no se 
presta a la simplificación del sí o no. 


Por eso pensamos que en la letra y en el espíritu este 
proyecto de ley mejora la legislación vigente en forma sustan- 
cial, elevando efectivamente, como ya se dijo, la cantidad de 
personas que deben promover la interposición del recurso, 
debiendo comparecer por escrito ante la Corte Electoral un 
límite no inferior al 5% de los inscriptos habilitados y esta- 
blece un mecanismo subsiguiente totalmente diferente, que no 
vale la pena reiterar. 


Quiero agregar que -lo voy a decir con total franqueza- 
tenemos reparos con el artículo 25 porque permite interponer 
el recurso contra la totalidad de la ley o parcialmente contra 
uno o más de sus artículos. Digo esto, no por una razón de 
texto constitucional, sino porque entendemos que el argumen- 
to del señor Senador Korzeniak, al tomar como ejemplo el 
recurso de inconstitucionalidad presentado ante la Suprema 
Corte de Justicia, permite superar la objeción constitucional, 
aunque, en realidad, también es una situación distinta. El 
recurso de inconstitucionalidad refiere a que puede haber una 
disposición de la ley que colida con el texto constitucional y 
no así el resto, mientras que aquí hay un problema de valora- 
ción, sobre la inconveniencia de una ley que se somete a un sí 
o a un no. No hacemos hincapié en un eventual argumento 
letrista de la Constitución por cuanto entendemos que la argu- 
mentación formulada por el señor Senador Korzeniak en este 
punto es compartible. Sin embargo, el sentido común nos dice 
que el hecho de que se pueda interponer el recurso contra una 
o más disposiciones de una ley, va en contra de la suposición 
de que toda ley es un todo armónico y equilibrado y que, a 
veces, las distintas disposiciones del mismo texto legal se 
complementan entre sí, conformando ese todo orgánico, por 
lo cual la interposición del recurso contra uno de sus artículos 
podría desequilibrar la ley en su conjunto. Ese tema ha sido 
discutido largamente en nuestro país y creo que también en la 
Comisión que trató el proyecto de ley. Solamente aventura- 
mos una opinión sin formular una moción al respecto, por 
cuanto entendemos que son muchas las restantes bondades del 
proyecto, como para hacer hincapié en ese aspecto. 


Para terminar, quiero manifestar que el proyecto de ley 
mejora la legislación vigente, respeta la letra y el espíritu del 
texto constitucional y, lo que no es menos importante, recoge 
una inquietud de vastos sectores de la sociedad que vienen 
reclamando hace ya tiempo un nuevo texto legal que sustituya 
al que está vigente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.- Señor Presidente: brevemente, tra- 
taré de expresar al Senado las razones por las cuales nuestro 
sector político no va a acompañar la iniciativa que estamos 
considerando. Lo lamentamos, porque pensamos que en el 
fondo es un esfuerzo que va en la dirección correcta, que trata 
de modificar una situación legal que necesita correcciones, 
pero, en verdad, lo hace en unos términos que imposibilita 
que demos nuestro apoyo. Tenemos la ilusión de que si fuera 
aprobada, en el transcurso de la discusión en la Cámara de 
Representantes tal vez sea posible abrir alguna instancia de 
negociación que permita llegar a un consenso entre todas las 
fuerzas políticas parlamentarias, lo que, en nuestra opinión, 
sería importante en la medida en que estamos reglamentando 
una institución que consideramos básica en el funcionamiento 
de nuestro sistema político. Por esta razón, en principio nos 
inclinamos por la conveniencia de buscar, en lo posible, un 
consenso amplio en el que se concrete el acuerdo de todos los 
sectores parlamentarios. 


El origen de la situación que da lugar al proyecto de ley 
no es dudoso. Todos los oradores lo han situado, con razón, 
en la situación conflictiva y de intranquilidad pública que 
generó el dificultoso proceso de verificación de la autentici- 
dad de las firmas que se presentaron en ocasión de la Ley de 
Caducidad. Creo que eso efectivamente es así y que el sistema 
político hizo muy bien en buscar caminos y mecanismos para 
que esa situación tan conflictiva y que creó tantas tensiones 
en el seno de nuestra sociedad no se repitiera en el futuro. 
También es cierto que la solución legal que se encontró en su 
momento derivó después en un cierto mecanismo que, en al- 
guna medida, vino a favorecer el planteamiento de recursos 
de referéndum, que fueron algunos más de los que mencionó 
el señor Senador Korzeniak, porque recuerdo que hubo tam- 
bién un intento de referéndum contra la ley que modificaba el 
régimen de caducidad de los créditos laborales. 


Esta situación fue planteando en la opinión pública una 
clara necesidad de modificar el sistema que existía. A mi 
entender esta percepción de la opinión pública es correcta ya 
que se entendía excesivamente facilitadora de la promoción 
de referéndum el exigir un número muy bajo de ciudadanos 
para la instauración del mecanismo a través del cual se con- 
sultaba luego al cuerpo electoral sobre la interposición o no 
del recurso. También es cierto que la realidad en política se 
impone, muchas veces, a los mecanismos legales. En este 
sentido concuerdo con algún otro señor Senador que me pre- 
cedió en el uso de la palabra, cuando hizo referencia a que la 
situación política actual es muy diferente a la que se vivía 
hace un par de años. Creo que las últimas experiencias tan 
negativas para los promotores del recurso de referéndum con- 
tra las leyes, seguramente, harán reflexionar con respecto a 
este tipo de situaciones y, probablemente, en el futuro no 
asistiremos a una abundancia de referéndum a diferencia de 
lo que sucedió en estos dos últimos años. De todas maneras la 
necesidad de impulsar una reforma nos parece compartible y 
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la dificultad surge en el momento que tratamos de pensar o 
imaginar las pautas en las cuales podríamos ponernos de acuer- 
do para consensuar una reforma en esta materia. Pienso que 
hay algunos elementos que deberían ser básicos. El primero 
de ellos es la sujeción al texto constitucional, que nos plantea 
un plazo inflexible de un año -lo que está en el origen de 
muchos de los problemas que plantea el sistema actual- el 
segundo sería la importancia -por lo menos para nuestro Par- 
tido- de la vigencia efectiva de las instituciones de democra- 
cia directa y, específicamente, del recurso de referéndum con- 
tra las leyes. Digo esto en el sentido de que naturalmente no 
podremos acompañar fórmulas que por la vía de reglamentar 
el recurso establezcan condiciones que hagan prácticamente 
imposible el acceso a él por parte de los ciudadanos. Será 
necesario encontrar o estudiar mecanismos que eviten que el 
mismo pueda quedar en manos de grupos poco representati- 
vos O de minorías que utilizan el recurso de referéndum, en 
muchos casos, a sabiendas de la dificultad de que eso se con- 
crete en una decisión popular, usándolo como un elemento de 
perturbación en el funcionamiento del sistema político o para 
generar dudas sobre la efectiva vigencia de una norma que el 
Parlamento ha sancionado. Por supuesto, también es necesa- 
rio asegurar la transparencia en la expresión de la voluntad 
popular y sobre este tema, naturalmente, podríamos conversar 
mucho, pero no quiero hacerlo en la tarde de hoy. Tan sólo 
quiero recordar al pasar que el procedimiento de recolección y 
control de firmas sigue estando plenamente vigente para el 
caso de iniciativas de reforma constitucional. De modo que 
estamos ante una situación ambigua y procuramos salir de ese 
procedimiento, pero lo mantenemos en otro aspecto que puede 
ser, en muchos casos, más trascendente e importante que aquel 
que estamos tratando de modificar. Naturalmente, se trata de 
reformas que deberían insertarse en el texto constitucional y 
no simplemente en una norma legal. Sin duda, se trata de una 
cuestión compleja porque no es fácil encontrar una solución 
que concilie los diferentes intereses institucionales que están 
en juego. Existe el interés de lograr la estabilidad de las 
decisiones adoptadas por el sistema democrático representati- 
vo. Á su vez, también está el interés de alcanzar la certeza y 
el conocimiento de nuestro sistema legal por todos quienes 
están afectados en cuanto a que ese sistema se concrete en la 
realidad y no quede pendiente de lo que pueden ser modifica- 
ciones eventuales que se estructuran a lo largo de extensos 
procesos. Al mismo tiempo no debemos olvidar el régimen 
constitucional que nos establece ese plazo de un año dentro 
del cual es posible la interposición del recurso, el que debe ser 
naturalmente respetado. Entonces, razonando sobre esa base, 
mi sector político ha llegado a la idea de que tal vez sea 
posible avanzar por la vía del establecimiento de un sistema 
mixto en el cual se podría prever un sistema con un número 
de promotores de recursos sensiblemente superior al que esta- 
blece la ley actual. En un principio estimamos que podría 
estar en un 2.5% del total de electores, lo que llevaría a 
quintuplicar el número actual, y plantearlo con una sola con- 
vocatoria. La finalidad de esta reglamentación del recurso 
sería habilitar una solución para el caso en que pueda plan- 
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tearse una discrepancia grave entre una mayoría parlamenta- 
ria y el conjunto de la sociedad o de sectores representativos 
de sectores muy importantes de la opinión pública. 


(Ocupa la Presidencia el Lic. Fernández Faingold) 


-En este caso se plantea un conflicto entre la decisión 
parlamentaria y un sector significativo de la opinión pública. 
Por ello es que pensamos que la ley debería habilitar un me- 
canismo práctico y, dentro de lo posible, de plazos breves 
para permitir que se dilucide ese conflicto. En esa óptica se 
permitiría que un grupo de ciudadanos que represente el 2.5% 
del conjunto del cuerpo electoral presente o promueva la con- 
vocatoria y que la Corte realice las verificaciones del caso. 
Pensamos que esto puede realizarse en un plazo lo suficiente- 
mente breve como para llegar a una solución de esa hipotética 
situación conflictiva entre la decisión de una mayoría parla- 
mentaria y grupos representativos que sostienen o aspiran a 
ser la mayoría de la opinión pública en contra de la legisla- 
ción adoptada por el Parlamento. Reitero que tenemos el in- 
conveniente del plazo constitucional de un año y creemos que 
la forma de resolverlo, precisamente, sería a través de una 
fórmula mixta en la cual, instado el recurso y convocada la 
ciudadanía por la Corte, si la decisión de los electores convo- 
cados es negativa y no se reúne el 25%, de todas maneras 
quede abierto el plazo constitucional. Se me puede decir que 
resultaría superabundante, pero creemos que desde el punto 
de vista político, si ha habido ya una convocatoria formal al 
electorado y este no se ha pronunciado y no se ha reunido el 
25% que exige la Constitución, el resto del tiempo de que se 
dispone -aun cuando se permita a los promotores tratar de 
reunir el 25% de las firmas- se transforma políticamente, de 
hecho, en un plazo en que ya la discusión sobre la vigencia de 
la ley y sobre un posible recurso ha quedado políticamente 
agotada. Por lo tanto, a través de esta vía estaríamos buscando 
una solución que se orienta a obtener un pronunciamiento en 
términos relativamente breves, aplicable a casos en que existe 
una discrepancia tan importante que permite reunir en un 
corto plazo el 2.5% de los electores inscriptos que suscriben 
el recurso y conocer luego un pronunciamiento popular, pero 
dejando abierto o salvando la exigencia constitucional del 
plazo de un año para quienes consideren que, de todas mane- 
ras, pueden reunir el 25% mencionado. 


Con respecto al proyecto actual, señor Presidente, adelanté 
nuestro voto negativo. Consideramos que el requisito de fijar 
en el 5% del total de inscriptos en el Registro Cívico el núme- 
ro de proponentes es excesivo y, prácticamente, hace inviable 
la aplicación del recurso del referéndum. Por lo expuesto, 
reitero, es que no podemos acompañarlo. 


También deseo tomar unos segundos para destacar que he 
escuchado con atención la exposición del señor Senador Kor- 
zeniak, cuya opinión en materia de Derecho Constitucional 
respeto y valoro. Sin embargo no quisiera dejar pasar por alto 
su afirmación con respecto al contenido del derecho de inicia- 
tiva popular en nuestra Constitución y deseo manifestar que 
tengo dudas con respecto a que el alcance del derecho de 
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iniciativa y de su acogimiento en nuestra Constitución sea el 
que le ha dado el señor Senador Korzeniak. No sería este el 
momento de discutirlo, pero quiero destacar que estamos abier- 
tos, en el marco de cualquier proyecto que se presente en la 
materia, a considerar y reflexionar sobre este tema. Adelanto 
que no estoy de acuerdo, en principio, lo que no quiere decir 
que no sea el señor Senador Korzeniak quien tenga razón y 
pueda convencerme, ya que seguramente debe disponer de 
muy buenos argumentos como corresponde a su condición de 
profesor en la materia. 


Por último, quiero señalar una situación a la que estamos 
asistiendo, en cierto modo paradójica, que consiste en el he- 
cho de que, en función de la dificultad obvia de promover un 
recurso de referéndum contra las leyes, existe la tentación de 
solucionar diferencias con respecto a leyes sancionadas por el 
Parlamento, a través de reformas constitucionales, que requie- 
ren un porcentaje sensiblemente menor de ciudadanos que las 
promuevan. Consideramos que se está siguiendo un camino 
equivocado, el que ha traído ya consecuencias lamentables en 
el caso de reformas constitucionales promovidas y aprobadas 
por el cuerpo electoral. 


Nos tememos que ese no sea el camino correcto. Existen 
dificultades para reunir las firmas y en función de esto esta- 
mos asistiendo a un fenómeno de desviación del procedimien- 
to por el cual se están atacando oblicuamente leyes aprobadas 
por el Parlamento, por la vía de reformas constitucionales. 


Creo que es una mala solución y que deberíamos reflexio- 
nar para el futuro, con vistas a este tipo de problemas que se 
están planteando. 


SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- Quisiera hacer unas breves reflexio- 
nes, porque comparto el planteamiento sustantivo que realizó 
el señor Senador Korzeniak. 


En primer término, nos importa señalar que se han mane- 
jado como muy importantes los efectos -por decirlo de alguna 
manera- conmocionales que pueden derivar de la realización 
de frecuentes plebiscitos. Creo que esto ya tiene una cierta 
limitación sustantiva por el propio texto de la Constitución, 
porque se ha acotado el área del Estado en el que puede estar 
planteada la posibilidad de recurrir a esta figura de democra- 
cia directa. Es muy claro que la limitación respecto de aque- 
llas leyes que establezcan tributos y de las que sea iniciativa 
privativa del Poder Ejecutivo, que nos remite al artículo 86 de 
la Constitución y que alcanza a toda la temática de creación 
de empleos, de dotaciones o retiros, de aumentos, de asigna- 
ción o aumento de pensiones o recompensas pecuniarias y al 
régimen en materia de seguridad social, causales, cómputos o 
beneficios jubilatorios, hace que importantes sectores de la 
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actividad estén sustraídos a la posibilidad de la acción de este 
recurso de democracia directa. 


El proyecto implica agregar a esas limitaciones trabas de 
orden instrumental y nos parece que estas son importantes. 
Digo esto porque llevar a diez veces el número de firmas que 
se necesitan para promover el recurso es una alteración fun- 
damental, teniendo en cuenta que hasta ahora se precisaban 
11.000 firmas y ahora se requieren 120.000. Esta es una traba 
de mucha trascendencia, si además consideramos que está 
ligada a una reducción a la mitad del plazo para juntar las 
mismas, ya que de 180 días se pasa a 90 días; es decir que son 
diez veces más de firmas con un plazo reducido a la mitad. 
Esta es una grave restricción, sin duda, basada en la convic- 
ción de la conmoción que se sostiene puede provocar en la 
sociedad la existencia de estos referéndum. Pero esto tiene 
que ver también con el concepto de si funciona bien la demo- 
cracia representativa como para trabar o restringir el recurso 
de democracia directa. Si entendemos que existen fallas en la 
democracia representativa que permiten abrir el espacio del 
recurso de democracia directa para consultar y dar mayor 
respaldo a una decisión de gobierno, entonces el objetivo de 
no conmocionar -aunque no sea eso lo que se pretenda; en 
definitiva, aunque no se tenga esa voluntad- bloquearía una 
definición que tuviera mucho mayor respaldo popular. La es- 
tructura del recurso además supone no un día único en el cual 
prácticamente se pone en conocimiento a la población y un 
ejemplo de ello fue la verificación de lo que ocurrió con el 
último referéndum y el bloqueo total de la información, espe- 
cialmente, a nivel de los medios audiovisuales que funcionó 
como un elemento restrictivo. Prueba de ello es que en la 
segunda oportunidad se duplicó la cantidad de votantes, por- 
que la primera instancia sirvió de conocimiento para la pobla- 
ción y permitió que el doble de los ciudadanos luego apoyara 
ese plebiscito. Recordamos que algo similar ocurrió con el 
referéndum sobre el marco eléctrico. Es decir que, de algún 
modo, la doble convocatoria permitía sustituir los elementos 
de falta de información e, inclusive, de no difusión del tema 
en el caso del régimen vigente. 


Por estas razones no vamos a acompañar el proyecto de 
ley, porque a la restricción que emerge de la Constitución, 
que limita campos importantes desde el punto de vista popu- 
lar, como los impuestos y la seguridad social, evidentemente, 
ahora se agregan trabas instrumentales que tienen que ver con 
la manera de obtener las firmas. Especialmente hay que tener 
en cuenta el hecho de que no se realiza en un mismo día, 
porque ello supone que la gente tiene que abandonar sus luga- 
res de trabajo. Entonces, el conocimiento del tema queda li- 
brado en una falta de atención que crea a la sociedad cuando 
se fija un día para realizar el referéndum. 


Por lo tanto, la mecánica de suscribir la firma cualquier 
día dentro de un plazo determinado, si bien parece una venta- 
ja para ampliar las posibilidades de la ciudadanía para concu- 
rrir, el hecho de que deba ser en un día de trabajo, también 
implica una perturbación. 
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Por estos motivos, no vamos a acompañar el proyecto de 
ley y nos parece, además, que hay dos aspectos importantes 
para el mantenimiento de esos institutos de democracia direc- 
ta. En primer lugar, es una garantía para las minorías parla- 
mentarias, cualquiera sean. Digo esto, porque pensando en la 
concertación parlamentaria de determinados grupos, por lo 
menos en temas de trascendencia, las minorías tienen la posi- 
bilidad de realizar una apelación al juez definitivo, que tiene 
que ser la población. Es decir que de esta forma se abre la 
posibilidad para las minorías en cuanto a contar con una 
garantía de acceso a la población, porque es sabido que la 
democracia representativa es un sustituto de lo que sería el 
ideal, o sea, la democracia directa y ello ocurre, sin duda, por 
razones de extensión del Estado que es imposible que pueda 
manejarse con este último régimen. Por lo tanto, esta sería 
una garantía para esas minorías. 


En segundo término, el tema de la representatividad y de 
la democracia representativa, sin duda, depende de la vincu- 
lación entre la voluntad popular que se traduce en el apoyo a 
los programas electorales y la definición que hacen los repre- 
sentantes. En ese sentido, destacados autores han señalado 
que la democracia representativa se altera y tiene una impor- 
tancia muy variable en función de los partidos políticos. Ello 
se debe a que estos últimos son la intermediación entre la 
opinión popular y la expresión de los representantes. El cum- 
plimiento de los programas también tiene que ver con la ver- 
dad de esa democracia representativa, en el sentido de si real- 
mente representa la voluntad popular, aunque estos defectos, 
sin duda, se dan en el funcionamiento de dicha democracia. 
Debemos pensar que no hay mecanismos de contralor para el 
incumplimiento por parte de los representantes, puesto que no 
hay revocación, ya que puede haber un largo mandato, como 
puede ser el nuestro que es de cinco años y la voluntad popu- 
lar no tiene forma de rectificar a un mandatario que ha desig- 
nado, pues no existe manera de corregir el mandato político, 
salvo en la instancia de otra elección en la que ese represen- 
tante sea sustituido. Por lo tanto parece lógico que, como 
medio de control del mandato político que está interferido por 
los partidos y por los medios de comunicación que no respon- 
den a ideas objetivas sino a intereses creados, existiera la 
posibilidad de efectuarlo a través de este mecanismo de refe- 
réndum. Es decir que existen razones de funcionamiento de la 
democracia que aconsejan la habilitación de la democracia 
directa para estas formas correctivas de un funcionamiento 
que no tiene por qué ser perfecto. 


Aquí se mencionó la mala utilización de los recursos de 
democracia directa. Quiero señalar que la democracia repre- 
sentativa ha sido objetada por corrientes de opinión, por auto- 
res prestigiosos, desde el punto de vista de la absoluta liber- 
tad. Tal vez el crítico más cáustico de la democracia represen- 
tativa y defensor de la democracia directa fue nada menos que 
Rousseau. 


Rousseau decía lo siguiente: «La soberanía no puede estar 
representada, por la misma razón por la que no puede ser 
enajenada; consiste esencialmente en la voluntad general, y la 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-557 


voluntad no se representa; es la misma o es otra; no hay 
término medio. Los diputados del pueblo no son, pues, ni 
pueden ser sus representantes, no son más que sus mandata- 
rios; no pueden concluir nada definitivamente. Toda ley no 
ratificada por el pueblo en persona es nula, no es una ley. El 
pueblo inglés cree ser libre, y se engaña mucho; no lo es sino 
durante la elección de los miembros del Parlamento; desde el 
momento en que éstos son elegidos, él ya es esclavo, no es 
nada. El uso que hace de los cortos momentos de su libertad 
merece bien que la pierda.» 


Sin duda que esto tiene la exageración de un pensamiento 
que no es pragmático, para poder funcionar en el ámbito de una 
democracia directa en los Estados modernos; pero sirve como 
apunte de que desde posiciones de representatividad plena del 
pueblo, se plantean objeciones a la democracia representativa, y 
no de formas autoritarias o de pensamientos autoritarios. 


Otro autor que milita en esta posición es Kelsen, quien 
dice: «En realidad, se trata de una pura ficción, con la cual 
finalidades políticas ocultan la realidad jurídica: se disimula 
la independencia real del Parlamento respecto de la voluntad 
popular diciendo que cada diputado es representante de todo 
el pueblo; pero, “todo el pueblo” es mudo.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita al Cuerpo que 
reduzca el nivel de murmullos para escuchar a quien está 
haciendo uso de la palabra. 


SEÑOR SARTHOU.- Gracias, señor Presidente. 


Continuando con este tema, vale decir que existen críticas 
en cuanto al funcionamiento de la democracia representativa, 
que debe tener el contralor de los mecanismos de la democra- 
cia directa compatible con el Estado moderno. Por estas razo- 
nes entendemos que este tema es fundamental y nos importa. 


Además, queremos señalar que el derecho de iniciativa 
con el alcance que le da el señor Senador Korzeniak también 
es muy importante, en la medida en que de algún modo apa- 
rece un contralor o la oportunidad de realizar una consulta, 
más allá de que del texto no se infiera necesariamente esa 
conclusión. Nos parece que es un complemento de la figura 
del referéndum, esta figura del derecho de iniciativa, que de 
algún modo aparece incompleta porque en el texto constitu- 
cional no se define qué sucede si esa iniciativa popular es 
desestimada. Parece razonable que tendría que existir, por vía 
reglamentaria, una posibilidad de consulta popular para ese 
planteo. 


No vamos a votar este proyecto en razón de que establece 
importantes restricciones. Á nuestro juicio, los planteos que 
se han hecho sobre el costo son relativos o no tienen la debida 
trascendencia, porque si se trata de asumir decisiones que 
tengan el máximo respaldo popular, el costo no es un elemen- 
to que deba ser mayormente considerado. Hay otros gastos del 
Estado que habría que rectificar en lugar de pensar en reducir 
lo que puede significar el funcionamiento más adecuado del 


558-C.S. 


sistema político. Pensamos que el recurso de democracia di- 
recta facilitado es un elemento a favor de la democracia y del 
control del funcionamiento de los representantes políticos, para 
que no actúen tampoco durante todo el mandato sin posibili- 
dad de que los representados puedan rectificarlos en su hacer. 
Este también es un elemento que da garantías a las minorías 
parlamentarias. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra 
se va a votar el proyecto en general. 


(Se vota:) 
-14 en 24. Afirmativa. 
SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor para fundar el voto. 


SEÑOR KORZENIAK.- En realidad, señor Presidente, no 
he solicitado la palabra para fundar el voto. 


Entiendo que este proyecto de ley está relacionado con los 
actos electorales. 


SEÑOR GARGANO.- Con la ciudadanía y el sufragio. 


SEÑOR KORZENIAK.- Más que con la ciudadanía y el 
sufragio, que es el título que tiene ese capítulo en la Constitu- 
ción, pienso que tiene que ver, concretamente, con un acto 
electoral. Entonces, me parece que no se están cumpliendo las 
garantías que se necesitan para la ley que regula los actos 
electorales. 


Voy a comenzar por decir que este es un tema que en el 
Uruguay ya se ha discutido cuando se estableció el régimen de 
prohibiciones de actuar en actos electorales. Como es sabido, 
hay determinados gobernantes que no pueden hacer manifes- 
taciones en materia electoral, y se discutió si eso también 
comprendía los actos electorales que se realizan en oportuni- 
dad de los referéndums y de los plebiscitos. 


Hay dos opiniones en el Uruguay, por lo que no existe un 
criterio unánime en este sentido. Incluso, en una discusión 
que hubo en la Corte Electoral -no con su integración actual- 
ésta terminó sin pronunciarse con diferencias de opinión en 
su seno. De manera que a mi juicio habría que tener cierta 
cautela en esta materia para no incurrir, eventualmente, en 
una inconstitucionalidad de tipo formal. Queda claro, pues, 
que no estamos hablando del contenido. 


Si no me equivoco, según la proclamación de los sufra- 
gios, el proyecto obtuvo catorce votos, por lo que creo que 
estamos al borde de una eventual discusión por razones for- 
males. Este planteo no lo hago con vehemencia sino previ- 
niendo la posibilidad de que esto sea objeto de impugnación. 


CAMARA DE SENADORES 


5 de Mayo de 1999 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- He seguido con atención la exposi- 
ción del señor Senador Korzeniak y solicito que la Mesa lea 
el último inciso del artículo 79, específicamente la última 
línea donde se habla de la reglamentación del recurso. Allí se 
expresa: «Ambos institutos serán reglamentados por ley, dic- 
tada por mayoría absoluta del total de componentes de cada 
Cámara». 


SEÑOR MALLO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO.- En realidad, se requieren dieciséis vo- 
tos conformes. En consecuencia, solicito que se llame a Sala a 
los señores Senadores y que se rectifique la votación. 


SEÑOR RICALDONTI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI.- En lugar de crear una expectativa 
casi teatral, formulo moción en el sentido de que se pase a 
cuarto intermedio por diez minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 

-23 en 24. Afirmativa. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por diez minutos. 
(Así se hace. Es la hora 18 y 4 minutos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, se reanuda la 
sesión. 


(Es la hora 18 y 47 minutos) 
SEÑOR RICALDONI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI.- Solicito que se rectifique la vota- 
ción realizada antes de que ingresáramos al cuarto interme- 
dio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a rectificar la votación en 
general del proyecto de ley modificativo de la Ley N* 16.017. 


(Se vota:) 
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-17 en 25. Afirmativa. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 

SEÑOR RICALDONI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI.- Simplemente para mocionar en el 
sentido de que se suprima la lectura de los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 

-22 en 25. Afirmativa. 

En consideración el artículo 1*. 
SEÑOR SANTORO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO.- A partir del artículo 1%, que hace 
referencia a la ley anterior que se está modificando, hasta el 
artículo 29 inclusive, son todas disposiciones que están vigen- 
tes y que en este momento se reiteran. Por lo tanto, se pueden 
votar en bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa interpreta que se propo- 
ne la votación en bloque. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Cabe aclarar que el artículo 1 es, 
en realidad, la ley y, por lo tanto, si lo aprobamos estamos 
votando la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La propuesta sería votar el Capí- 
tulo IL, artículo por artículo, tomándolos como incisos del 
artículo 1”. En consecuencia, correspondería considerar el ar- 
tículo 21 del Capítulo III. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 

SEÑOR CARVALHO.- Señor Presidente: si no estoy le- 
yendo mal, el contenido de la ley se centra exclusivamente en 


un artículo por el que se modifican los Capítulos III y IV de 
la Ley N* 16.017. 
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SEÑOR SANTORO.- La solicitud es de que se vote el 
Capítulo III. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores lo per- 
miten, la Mesa tratará de incorporar las sugerencias que se 
han hecho. 


Se ha señalado que de los artículos 21 a 29 se reproduce el 
texto de la ley y, por lo tanto, si los señores Senadores no 
tienen inconveniente votaríamos en bloque estos artículos y 
luego de a uno del 30 en adelante. Si no hay objeciones 
procederíamos de esta forma, sin perjuicio de que cualquier 
señor Senador pueda solicitar el desglose de cualquiera de los 
incisos. 


SEÑOR KORZENIAK..- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Se trata de una precisión formal. 
Tal como ya se ha explicado -también lo ha hecho la Mesa- 
todo este proyecto de ley es un artículo cuyo contenido modi- 
ficaría dos capítulos de otra ley. 


Entonces, lo que ocurre es que esta ley del año 1989, que 
se modifica, es bastante extensa, e incluso los Capítulos 1 y II 
no se refieren para nada al recurso de referéndum, sino a 
otras cuestiones de tipo electoral. 


Por lo tanto, no comprendo cómo se puede votar el Capí- 
tulo III cuando, en realidad, estamos votando una parte del 
artículo 1*. 


SEÑOR SANTORO.- ¿Por qué no? 


SEÑOR KORZENIAK.- Es posible, pero habría que decir 
que lo que se está votando es la nueva redacción que el artícu- 
lo 1% de esta ley le da a determinados artículos de otra ley. 
Este es el contenido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Precisamente, ese es, señor Se- 
nador, el sentido de la propuesta del señor Senador Santoro y 
que recogió la Mesa. 


El señor Senador Korzeniak tiene razón en términos for- 
males porque lo que estaría haciendo el Senado es votar en 
bloque este conjunto de disposiciones que serían incisos del 
artículo 1” que, en realidad, están modificando o planteando 
una nueva redacción para los artículos 21 a 29. 

En consideración los artículos 21 a 29. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-17 en 27. Afirmativa. 
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De acuerdo con el criterio adoptado correspondería votar 
el inciso de este artículo único de la ley que figura como 
artículo 30 y que modifica el texto del artículo 30 de la ley 
referida. 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 27. Afirmativa. 

En consideración el artículo 31. 

Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 27. Afirmativa. 

SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- El artículo 31 establece que pro- 
ducida la comparecencia de los promotores que anuncian que 
presentarán un recurso con un 5% de firmas, lo que significa 
hoy en día alrededor de 122.000 firmas -y llamo la atención 
del Senado en este punto- «la Corte Electoral calificará la 
procedencia del recurso en un término de diez días hábi- 
les,...». Supongo que si calificar la procedencia supone tam- 
bién el control de las firmas, esto no es posible materialmente 
para la Corte Electoral. Pero, si de lo que se trata es de una 
calificación del grado, es decir, simplemente señalar que se 
trata de una ley que no establece tributos, ni es de iniciativa 
privativa el Poder Ejecutivo -es una ley impugnable- y no 
comprendería los aspectos de controles de firmas, esto tendría 
alguna racionalidad. 


De todos modos, el artículo 32 establece: «Calificada afir- 
mativamente, luego del control sumario de la regularidad for- 
mal de la comparecencia, la procedencia del recurso, la Corte 
Electoral convocará públicamente, mediante aviso a publicar 
por cinco días continuos en el Diario Oficial y en dos diarios 
de circulación nacional, a los inscriptos habilitados para votar 
que deseen adherir al recurso,...». Me parece que esta frase 
está diciendo que en esos diez días hábiles se controla no sólo 
lo que se llama la calificación del grado. Por lo tanto, quisiera 
tener una explicación sobre este aspecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cabe señalar al señor Senador 
Korzeniak que el llamado artículo 31 ha sido votado y, por lo 
tanto, tendríamos que votar su reconsideración. ¿Así lo solici- 
ta el señor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Realmente, me parece una incon- 
gruencia que se le dé un plazo de diez días para controlar 
aproximadamente 120.000 ó 130.000 firmas. Reitero que esto 
quizás no sea así, pero no resulta claro. 


Inclusive, tal como me señala el señor Senador Carvalho, 
el literal A) dice: «Si los promotores de la interposición del 
recurso alcanzan el porcentaje requerido por el artículo ante- 
rior». Creo que no se trata de un simple escrutinio, sino que 
debe determinar si esas firmas son auténticas. ¿Es posible que 
eso se haga en diez días? ¿No habría sido mejor preguntarle a 
las autoridades electorales, como lo hemos hecho en otras 
oportunidades? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor Senador, pero el 
Cuerpo debe decidir la reconsideración de este artículo. 


Se va a votar sí se reconsidera el artículo 31. 
(Se vota:) 

-26 en 27. Afirmativa. 

SEÑOR SANTORO.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO.- Al haberse aumentado el porcentaje 
de las firmas para solicitar el recurso de referéndum -se lo 
elevó del 3% al 5%- quizás esos diez días puedan parecer 
como escasos porque, efectivamente, la Corte Electoral debe 
realizar el contralor de esas firmas. 


Cabe señalar que esta redacción es idéntica a la que conte- 
nía el primer proyecto de ley para reglamentar el recurso de 
referéndum, de 4 de enero de 1989, que establecía que quie- 
nes intentaren promover la interposición del recurso de refe- 
réndum, deberán comparecer por escrito ante la Corte Electo- 
ral en un número no inferior al uno por mil de los inscriptos 
habilitados para votar dentro de los 180 días contados desde 
el siguiente a la promulgación de la ley y expresar su nombre, 
firma e identificación cívica, el nombre y la identificación 
cívica de quienes actuarán como representantes de los promo- 
tores, el domicilio que constituyan a todos los efectos y la ley 
o disposición legal objeto del recurso, cuyo texto deberá tam- 
bién acompañar el ejemplar del Diario Oficial en el que se 
hubiera publicado. 


Queda claro, entonces, que es prácticamente la misma re- 
dacción que la actual, con la diferencia del porcentaje. Por su 
parte, el artículo 10 señalaba que una vez producida la com- 
parecencia, la Corte Electoral calificaría la procedencia del 
recurso en un término de diez días corridos -que era el uno 
por mil- el que se empezaría a contar a partir del día siguien- 
te al de la comparecencia. También expresaba que ese plazo 
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se suspendería durante la Semana Santa o de Turismo y los 
días feriados de Carnaval. Más adelante, se establecía que la 
Corte Electoral debería determinar si los promotores de la 
interposición del recurso alcanzaban el porcentaje requerido 
por el artículo anterior -es decir, el uno por mil- si la promo- 
ción de la interposición del recurso fue realizada dentro del 
término señalado -o sea, 180 días- y si la disposición legal de 
que se trataba era recurrible, de acuerdo con lo dispuesto por 
los artículos 2 y 3” de la ley. Luego, la redacción es similar a 
la que tenemos a consideración. 


SEÑOR MILLOR.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR SANTORO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR.- Aclaro que si el tema pasa por am- 
pliar el plazo, no tengo inconveniente. De todas maneras, 
quisiera leer el artículo 32, al que hizo referencia el señor 
Senador Korzeniak. Dice así: «Calificada afirmativamente, 
luego del control sumario de la regularidad formal de la com- 
parecencia...», y prosigue: «Si del control de la regularidad 
formal de la comparecencia resultare, previamente, el incum- 
plimiento de alguno de los requisitos exigidos por los ordina- 
les 29), 3%) y 47) del artículo 30, la Corte Electoral lo comuni- 
cará por escrito...» 


Los ordinales 2*, 3” y 4” del artículo 30 son la constatación 
de que las firmas están, de que figura el nombre y la identifi- 
cación cívica de quienes actuarán como representantes de los 
promotores, el domicilio, la ley en cuestión, etcétera. En con- 
secuencia, primero se califica y luego viene el control sumario 
de la regularidad formal de la comparecencia. ¿Qué es esto? 
El constatar si las firmas son o no válidas. 


Personalmente, esa es la interpretación que le doy a este 
artículo. De no ser así, cabría preguntarse por qué se habla de 
calificación por un lado y de regularidad formal de compare- 
cencia por el otro. Aquí no hay ningún problema; en diez días 
la Corte Electoral debe calificar y, si lo hace afirmativamente, 
procederá a la constatación y a la verificación de las firmas 
insumiendo el tiempo que estime conveniente o que disponga 
la reglamentación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Sena- 
dor Santoro. 


SEÑOR SANTORO.- En cuanto a lo que señalaba el se- 
ñor Senador Millor, debo recordar que la disposición expresa: 
«Calificada afirmativamente la procedencia del recurso, la 
Corte Electoral, luego del control sumario de la regularidad 
formal de la comparecencia» -estoy leyendo el artículo origi- 
nal del primer proyecto al que aludí al comienzo de mi expo- 
sición- «convocará públicamente a adherirse al recurso». 
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Creemos que la Corte Electoral tiene que controlar las 
firmas y si el recurso cuya interposición se promueve no coli- 
de con alguna de las prohibiciones que establece la ley regla- 
mentaria. Es decir, las que tenemos establecidas en el artículo 
22 del Capítulo III. 


Estimamos que si la ley exige que se debe presentar el 
nombre, la firma -que es un elemento de identificación- la 
identificación cívica, como así también el nombre y la identi- 
ficación cívica de quienes actuarán como representantes, el 
domicilio y la disposición legal, en realidad, la Corte Electo- 
ral debe hacer algo más que una mera calificación; tiene que 
determinar si las firmas realmente se corresponden con las 
personas que se presentaron. En ese sentido, entendemos que 
habría que extender el plazo, no más allá de los veinte días 
porque la Corte Electoral tiene medios habilitantes para hacer 
ese trabajo. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para hacer una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- De las explicaciones que da el 
señor Miembro Informante -además redactor del proyecto de 
ley original- y del texto del artículo 32, surge que la Corte 
Electoral debe dictaminar si los promotores de la interposición 
del recurso alcanzan el porcentaje requerido por el artículo 
anterior, que es el 5% de los inscriptos. Esto lo tiene que 
hacer en diez días hábiles. No hay dudas en este sentido. 
Lógicamente, primero estudiará la calificación formal de si es 
una ley impugnable, pero después debe controlar las firmas 
para poder decir que se cumplió con los requisitos necesarios. 


Simplemente, quería llamar la atención del Senado sobre 
el hecho de que le estamos poniendo un plazo a la Corte 
Electoral de tal modo que, en diez días -en caso de tratarse de 
un tema mínimamente polémico y sea necesario efectuar con- 
troles por parte de aquellos que estén a favor o en contra del 
recurso- no podrá adoptar una resolución, teniendo en cuenta 
que puede haber entre 120.000 y 130.000 firmas. 


Como no estamos de acuerdo, la votamos en contra. Esto 
no significa que no asumamos nuestro deber de parlamenta- 
rios en cuanto a que no se apruebe una norma cuyo cumpli- 
miento es, si no imposible difícil, sin las garantías de la 
autoridad pública, es decir, sin saber si las firmas son verda- 
deras. 


SEÑOR BATLLE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE.- El tema en discusión es el plazo. Me 
parece que sería muy grave que por una cuestión de plazo 
establecida preceptivamente en la disposición legal, le creára- 
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mos a la Corte Electoral un problema insoluble. Entonces, 
¿qué problema existe si fijamos un mes de plazo? No pasa 
absolutamente nada. De esa manera, se termina el problema y 
no le damos a la Corte Electoral excusas para que diga que 
veinte días es poco tiempo. 


Considero que, a los efectos de la tarea que estamos reali- 
zando, diez días más nos da tranquilidad a todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa consulta al señor Miem- 
bro Informante si existe algún inconveniente en la propuesta 
del señor Senador Batlle. 


SEÑOR SANTORO.- No tengo inconveniente, señor Pre- 
sidente. Lo que ocurre es que en el texto quedó un plazo que 
era heredero de una época en que la ley establecía porcentajes 
inferiores. De todos modos, actualmente, la Corte Electoral 
tiene sistemas de comunicación diferentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto a los señores Senadores 
si son treinta días corridos. 


SEÑOR SANTORO.- Pueden ser hábiles o corridos; en el 
proyecto se hablaba de días hábiles. Todos sabemos que la 
Corte Electoral emplea el sistema de horas extras ya que, 
durante el escrutinio, trabaja doce horas diarias. Por ese moti- 
vo, pienso que de darse esta ocasión también utilizarían el 
mismo mecanismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar una modificación en el artículo 31 a efectos de 
que, en lugar de «un término de diez días hábiles», se esta- 
blezca «un término de treinta días hábiles». 


(Se vota:) 

-17 en 26. Afirmativa. 

En consideración el inciso correspondiente al artículo 32. 
SEÑOR RICALDONTI- Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE.-- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONTI.- Simplemente, deseo referirme a lo 
que quizá sea un error de tipeo. En la segunda línea, después 
de la palabra «comparecencia» hay una coma que, a mi juicio, 
le quita sentido a lo que se expresa luego. Por ello, salvo 
mejor opinión del Miembro Informante, propongo que se eli- 
mine esa coma. 


SEÑOR SANTORO.- No tengo objeciones. 
SEÑOR BATLLE.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR BATLLE.- No estoy de acuerdo, señor Presidente. 
Pienso que hay que dejar esa coma o, de lo contrario, alterar 
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el orden de la frase. Si se lee el texto se podrá apreciar que lo 
que se califica afirmativamente es la procedencia del recurso. 
Otra posibilidad sería que quedara redactado de la siguiente 
manera: «Calificada afirmativamente, luego del control su- 
mario de la regularidad formal de la comparecencia», sin 
incluir la expresión «la procedencia del recurso». De esa for- 
ma, quedaría tal como estaba en la ley originaria, según la 
lectura que hizo el señor Senador Santoro. 


SEÑOR RICALDONTI - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI.- Pienso que el señor Senador Bat- 
lle tiene razón. Es un tema de sintaxis. Propondría que se 
estableciera lo siguiente: «Calificada afirmativamente la pro- 
cedencia del recurso, luego del control sumario de la regulari- 
dad formal de la comparecencia, la Corte Electoral convocará 
públicamente...» Luego, el texto continuaría tal como está. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase por Secretaría la modifica- 
ción propuesta al artículo 32. 


(Se lee:) 


«Artículo 32.- Calificada afirmativamente, la pro- 
cedencia del recurso, luego del control sumario de la 
regularidad formal de la comparecencia, la Corte Elec- 
toral convocará públicamente mediante aviso a publi- 
car por cinco días continuos en el Diario Oficial y en 
dos diarios de circulación nacional, a los inscriptos 
habilitados para votar que deseen adherir al recurso, a 
que lo hagan en la forma que se determina en el artícu- 
lo siguiente.» 


SEÑOR SANTORO.- Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 

SEÑOR SANTORO.- Lamento esta decisión, porque era 
la modificación que habíamos introducido. Quiere decir, en- 


tonces, que volvemos a la redacción original. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 32 con la modificación propuesta. 


(Se vota:) 

-17 en 26. Afirmativa. 

En consideración el inciso correspondiente al artículo 33. 
SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 
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SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: creo que en este 
artículo hay un error gramatical. No se dice «La comparecen- 
cia deberá efectuarla el recurrente en forma personal». En 
realidad, debería expresarse «El recurrente deberá efectuar la 
comparecencia en forma personal». Asimismo, considero que 
en lugar de «su adhesión la expresará mediante su firma», 
debería indicarse «expresará su adhesión mediante su firma». 
Hago esta aclaración porque parecería un lenguaje de consig- 
na. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa consulta al Miembro 
Informante acerca de las apreciaciones del señor Senador Kor- 
zeniak. 

SEÑOR SANTORO.- La redacción que figura en el pro- 
yecto era la originaria. Cabe decir que le enmiendan la plana 
a los señores Gonzalo Aguirre Ramírez, a Luis Alberto Laca- 
lle Herrera y a Juan Martín Posadas, que fueron quienes la 


redactaron. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, si no se hace cuestión 
de fondo, se votaría el texto tal como está redactado. 


Sí no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
33, 


(Se vota:) 

-18 en 27. Afirmativa. 

En consideración el inciso correspondiente al artículo 34. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-18 en 27. Afirmativa. 

En consideración el inciso correspondiente al artículo 35. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-18 en 27. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto que se remitirá a la Cámara 
de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 
«Artículo 1”. - Modifícase los Capítulos II y IV de 


la Ley N* 16.017, de 20 de enero de 1989, los que 
quedarán redactados de la siguiente forma: 
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“CAPITULO III 


Reglamentación del recurso de referéndum 
contra las leyes 
Disposiciones generales 


ARTICULO 21.- Las leyes, salvo aquellas indica- 
das en el artículo siguiente, pueden ser impugnadas 
mediante el recurso de referéndum, instituido por el 
inciso segundo del artículo 79 de la Constitución. 


ARTICULO 22.- No son impugnables mediante el 
recurso de referéndum: 


A) Las leyes constitucionales (literal D) del artículo 
331 de la Constitución); 


B) Las leyes cuya iniciativa, por razón de materia, es 
exclusiva del Poder Ejecutivo (artículos 86 in fine, 
133 y 214 de la Constitución); 


C) Las leyes que establezcan tributos, entendiéndose 
por tales los Impuestos, las tasas y las contribucio- 
nes especiales (artículos 11, 12 y 13 del Código 
Tributario). 


Establecer tributos es crear nuevos hechos genera- 
dores que determinan el nacimiento de obligaciones 
tributarias inexistentes hasta la entrada en vigencia de 
la ley de que se trata (artículos 14 y 24 del Código 
Tributario), así como aumentar la cuantía de las obli- 
gaciones tributarias existentes por modificación de sus 
bases de cálculo o de sus alícuotas. 


No establecen tributos las leyes que modifican su 
denominación pero no sus hechos generadores. 


ARTICULO 23.- No están comprendidas en las ex- 
cepciones precedentes: 


A) Las leyes interpretativas de la Constitución, (nume- 
ral 20) del artículo 85 de la Constitución); 


B) Las leyes remitidas a la Asamblea General con de- 
claración de urgente consideración, cuya iniciativa 
es exclusiva del Poder Ejecutivo por razón de pro- 
cedimiento (numeral 7%) del artículo 168 de la Cons- 
titución); 


C) Las leyes que, habiendo sido objetadas u observa- 
das por el Poder Ejecutivo por inconstitucionalidad 
formal resultante de su falta de iniciativa, hubieren 
sido promulgadas tras el levantamiento de las obje- 
ciones u Observaciones por la Asamblea General, 
(artículos 137 y 145 de la Constitución). 


ARTICULO 24.- El recurso de referéndum será di- 
rectamente interpuesto ante la Corte Electoral. 
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ARTICULO 25.- El recurso de referéndum podrá 
interponerse contra la totalidad de la ley, o parcial- 
mente, contra uno o más de sus artículos, precisamente 
individualizados por su número. 


ARTICULO 26.- Podrán promover el recurso de 
referéndum las personas inscriptas en el Registro Cívi- 
co Nacional y habilitadas para votar, a la fecha de su 
promoción o de su interposición, en razón de: 


A) Ser ciudadanos naturales; 


B) Ser ciudadanos legales y, en los casos de los litera- 
les A) y B) del artículo 75 de la Constitución, haber 
obtenido su carta de ciudadanía tres años antes de 
la fecha de la interposición del recurso; 


C) Ser extranjeros no ciudadanos y haber cumplido 
con los extremos exigidos por el artículo 78 de la 
Constitución para tener derecho al sufragio. 


No podrán interponer el recurso de referéndum las 
personas que tengan la ciudadanía suspendida por al- 
guna de las causales previstas en el articulo 80 de la 
Constitución. 


ARTICULO 27.- El recurso de referéndum podrá 
interponerse dentro del año de la promulgación de la 
ley recurrida. El término comenzará a correr al día 
siguiente de efectuada la misma por el Poder Ejecuti- 
vo. 


ARTICULO 28.- La promulgación se realizará por 
el Poder Ejecutivo: 


A) En forma expresa, por decreto que dispone el “cúm- 
plase” de la ley, su publicación, su inserción en el 
Registro Nacional de Leyes y Decretos, y su archi- 
vo; 


B) En forma tácita, en la situación prevista en el 
artículo 144 de la Constitución. 


ARTICULO 29.- La Corte Electoral es el juez 
del acto de referéndum (literal C) del artículo 332 
de la Constitución), así como su organizador, y el 
órgano competente para la calificación del recurso 
(artículo 31). 


CAPITULO IV 


De la promoción e interposición del 
recurso de referéndum contra las leyes 


ARTICULO 30.- Quienes intentaren promover la 
interposición de un recurso de referéndum deberán com- 
parecer por escrito ante la Corte Electoral, en un nú- 
mero no inferior al 5% (cinco por ciento) de los ins- 
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criptos habilitados para votar, dentro de los noventa 
días contados desde el siguiente al de la promulgación 
de la ley, estampando su impresión dígito pulgar dere- 
cho y su firma y expresando: 


1% Su nombre y la serie y número de su credencial 
cívica vigente; 


2%) El nombre y la identificación cívica de quienes 
actuarán como representantes de los promotores; 


3%) El domicilio común que constituyen a todos los 
efectos; 


4%) La ley o disposición legal objeto del recurso, cuyo 
texto deberán también acompañar, en el ejemplar 
del Diario Oficial en que se hubiere publicado. 


ARTICULO 31.- Producida esta comparecencia, la 
Corte Electoral calificará la procedencia del recurso en 
un término de treinta días hábiles, que se contarán a 
partir del día siguiente a dicha comparecencia. 


Al efecto indicado, la Corte Electoral dictaminará: 


A) Si los promotores de la interposición del recurso 
alcanzan el porcentaje requerido por el artículo an- 
terior; 


B) Si la promoción de la interposición del recurso se 
ha realizado dentro del término señalado en dicho 
artículo; 


C) Si la ley o la disposición legal de que se trata es 
recurrible, de acuerdo con lo dispuesto por los ar- 
tículos 22 y 23 de esta ley. Si no se hubiere llenado 
cualquiera de estos extremos, la Corte Electoral de- 
clarará no proceder la interposición del recurso. En 
caso contrario, franqueará los procedimientos para 
su interposición. La decisión que negare la proce- 
dencia de la interposición, será susceptible del re- 
curso de revisión para ante la propia Corte Electo- 
ral, que podrán presentar los promotores de dicha 
interposición o sus representantes, en un término 
perentorio de diez días continuos, que correrán a 
partir del día siguiente al de su notificación. La 
Corte Electoral, reglamentará los procedimientos re- 
lativos a la sustanciación y decisión del recurso. 


ARTICULO 32.- Calificada afirmativamente la pro- 
cedencia del recurso, luego del control sumario de la 
regularidad formal de la comparecencia, la Corte Elec- 
toral convocará públicamente, mediante aviso a publi- 
car por cinco días continuos en el Diario Oficial y en 
dos diarios de circulación nacional, a los inscriptos 
habilitados para votar que deseen adherir al recurso, a 
que lo hagan en la forma que se determina en el artícu- 
lo siguiente. 
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Si del control de la regularidad formal de la compa- 
recencia resultare, previamente, el incumplimiento de 
alguno de los requisitos exigidos por los ordinales 2), 
3%) y 4”) del artículo 30, la Corte Electoral lo comuni- 
cará por escrito a los promotores de la interposición 
del recurso o a sus representantes, y declarará suspen- 
dido el transcurso del término establecido en el artícu- 
lo 31, pudiendo aquéllos subsanar dicho incumplimiento 
en un término de siete días continuos, que se contarán 
a partir del día siguiente al de la notificación recibida 
y a cuyo vencimiento volverá a correr el término para 
calificar la procedencia del recurso. 


ARTICULO 33.- Hecha la convocatoria, la Corte 
Electoral habilitará la comparecencia de quienes de- 
seen adherir al recurso en la forma que establezca la 
reglamentación que ella dictará a ese efecto, pero en 
todo caso, respetando las reglas siguientes: 


a) La comparecencia deberá efectuarla el recurrente 
en forma personal y munido de su correspondiente 
identificación cívica. Su adhesión la expresará me- 
diante su firma y la impresión digito pulgar en los 
pliegos que a tal efecto le exhibirá el funcionario 
electoral, en los que deberá figurar claramente la 
ley o sus artículos objeto del recurso, o estampando 
en ellos su impresión dígito pulgar derecha; 


b) El control de la regularidad de la adhesión se hará, 
en el mismo acto de recabarse la misma, por los 
funcionarios que la reciban. Respecto del acto de 
adhesión, sólo se admitirán y franquearán las im- 
pugnaciones que se interpongan en ese momento; 


c) Las oficinas o dependencias donde se reciban adhe- 
siones deberán permanecer habilitadas al efecto du- 
rante un mínimo de seis horas diarias y durante 
todos los días, hasta el vencimiento del plazo cons- 
titucional o hasta la conclusión anticipada del pro- 
cedimiento; 


d) Se procurará la habilitación de la mayor cantidad 
posible de oficinas o dependencias y, para las zonas 
rurales, se organizará un sistema de oficinas itine- 
rantes. 


ARTICULO 34.- Durante todo el plazo constitucio- 
nal, la Corte Electoral recabará la información necesa- 
ria a efectos de determinar el número de adherentes. El 
procedimiento de obtención de adhesiones se suspen- 
derá no bien la Corte declare que se ha obtenido el 
mínimo de adherentes al recurso, exigido por la Cons- 
titución (artículo 79 inciso segundo). 


ARTICULO 35.- Al vencimiento del plazo estable- 
cido por el artículo 79 de la Constitución (artículo 27 
de esta ley), concluirá el procedimiento de obtención 
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de adhesiones y la Corte Electoral, si ya no lo hubiera 
hecho, contabilizará las adhesiones obtenidas y procla- 
mará si hay o no lugar a la convocatoria del Cuerpo 
Electoral. Esta decisión será recurrible en la misma 
forma y términos previstos en el inciso tercero del 
artículo 31». 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Una vez finalizada la considera- 
ción del articulado, voy a fundamentar sólo uno de los aspec- 
tos -el relativo a la omisión- por los cuales nos opusimos al 
proyecto en la discusión general. 


En la Comisión entregamos un solo artículo en el cual se 
indicaba cuáles de las disposiciones que figuran en el proyec- 
to -que eran prácticamente todas, menos las relativas al plazo 
del año- eran aplicables a la iniciativa popular en materia 
legislativa. Pensamos que, desde el punto de vista gramatical, 
esta omisión era fácilmente corregible. 


Aprovecho la ocasión para decir que he escuchado atenta- 
mente -se trata de un distinguidísimo profesor de Derecho 
Administrativo- las dudas que planteó el señor Senador Car- 
valho, relativas a la iniciativa popular legislativa. 


Quiero decir que he escuchado las dudas, pero nunca he 
sentido fundamentarlas. Así como la Constitución no estable- 
ce que si el Parlamento no aprueba la iniciativa popular haya 
que someter a plebiscito el tema, tampoco dice que el referén- 
dum deba ser sometido a un plebiscito cuando se presenta y a 
nadie se le ha ocurrido nunca que no deba ser sometido a 
plebiscito. 


Por otra parte, en materia departamental, la ley orgánica 
que reglamentó un artículo de la Constitución similar a éste, 
estableció la iniciativa popular con un plebiscito si la Junta 
no aprueba la iniciativa. 


Asimismo, una de las diferencias clásicas entre la iniciati- 
va popular y el derecho de petición en materia legislativa es, 
precisamente, que el derecho de petición puede no ser estu- 
diado y guardado en un cajón, mientras que la iniciativa po- 
pular, transcurrido un plazo sin ser aprobada, tiene que ser 
sometida a plebiscito. Sería absurdo exigir un 25% por vía de 
la iniciativa popular si el Parlamento tuviera el derecho de 
decir que no lo aprueba ni lo somete a plebiscito. 


Quería fundamentar por qué le daba ese alcance a un tema 
que, efectivamente, como señalaba el señor Senador Carval- 
ho, ha planteado dudas incluso a algunos juristas que se refi- 
rieron a la cuestión. Recuerdo que, por ejemplo, el doctor 
Gonzalo Aguirre en oportunidad de una reforma constitucio- 
nal planteó esa discusión. 
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7) IMESL. Impuesto Específico Interno. 


SEÑOR RICALDONI.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI.- Solicito que se altere el orden del 
día pasando a considerar a continuación el punto que figura 
en cuarto término y, posteriormente, salvo mejor opinión de 
los señores Senadores, que se levante la sesión del día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


REPUBLICA ORIENTAL! 
DEL URUGUAY 


MINISTERIO 
DE 
ECONOMIA Y FINANZAS 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
presentada. 


(Se vota:) 
-20 en 23. Afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en cuarto término del orden del día: «Discusión 
general y particular del proyecto de ley por el que se agrega al 
artículo 1%, Título 11 del Texto Ordenado 1996, el numeral 
16, referente a amargos sin alcohol o aperitivos no alcohóli- 
cos. (Carp. N* 1253/98 - Rep. N* 846/99).» 


(Antecedentes: ) 


Carp. N* 1253/98 
Rep. N* 846/98 


MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS. 


Señor Presidente de la 


Asamblea General: 


montevideo, 2h NQY 1998 


El Poder Ejecutivo tiene el honor" 


de remitir a ese cuerpo el adjunto Proyecto de Ley 


referente al agregado en el artículo 1”, Título 11 


del Texto Ordenado 1996, el numeral 16) referente a 


amargos sin alcohol o aperitivos nó alcohólicos. - 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Mediante el presente Proyecto de Ley, - se 


pretende dar una solución adecuada respecto “al 


régimen tributario del Impuesto Específico Interno, 


aplicable a los 


bienes 


a 


denominados "Amargos sin 


alcohol" o "Aperitivos no alcohólicos".-. 


"En efecto, de reciente aparición en el mercado 


interno, las mencionadas bebidas son elaboradas a 


partir de maceraciones .de productos (de origen 


.vegetal.- 
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De acuerdo con la definición de bebidas sin 
alcohol que realiza el Reglamento Bromatológico 
Nacional, se entienden como tales las soluciones 


acuosas adicionadas de azúcares y algún ingrediente 


complementario que, entre otros, puede ser de tipo 
“vegetal. Pueden contener aromatizantes, saborizantes 


y colorantes de las listas generales respectivas, 


excepto en los casos en que estos se prohiben a 
texto expreso. No deben contener alcohol etílico, a 
excepción de la malta y ginger ale, en los que se 
admite un contenido máximo de 0,5% (v/V).- | 

El presente Proyecto, se refiere entonces a 
aquellas bebidas sin alcohol que no contienen 
sustancias consideradas nocivas para la salud de los 
seres humanos.- 

Como consecuencia de lo expresado, estás 


bebidas, mo obstante ser denominadas "aperitivos" o 


"amargos", deberían gozar de un tratamiento 


tributario respecto del Impuesto Específico Interno, 
menos gravoso que el “aplicable a las "bebidas 
alcohólicas", tomando en cuenta que su consumo es 
socialmente más deseable como sustitutivo de estas 
últimas. - E 

Si bien en la práctica, han surgido  oplamas 
de interpretación sobre si estas bebidas debían 
tributar el impuesto an el régimen de las bebidas 


alcohólicas o en el régimen de las bebidas 


refrescantes, lo cierto es que no es ninguna da las 


bebidas mencionadas.- 


De acuerdo a lo “expuesto, el agregado del 
numeral 16) que se realiza a través del presente 
Proyecto, se justifica a efectos de identificar e 
independizar las Hiánes referidos.- o 

Por último, la modificación del =mumeral' 7) 


mencionado en el Proyecto, responde a razones de 


. 


C.S.-567 


568-C.S. 


CAMARA DE SENADORES 


5 de Mayo de 1999 


adecuación de la referencia legal a "otras bebidas 


sin alcóhol".- 


Saluda al: 


consideración. - 


ARTI 


Texto Ordenado 1996, 


Sr. Presidente con la mayor 


; 5 
PRESIDENTE DE WAÑEPUNLICA 


Z 


PROYECTO DE LEY 


O _1*.- Agrégase al artículo 1*, Título 11 del 


el siguiente númeral: 


16) Amargos sin alcohol o aperitivos no alcohólicos: 


30% (treinta por ciento) .- 


ARTICULO 2*%.- Sustitúyese el numeral 7) del artículo 


19, Título 


siguiente: 


11 del Texto 


Ordenado 1996, por el 


7) Otras bebidas sin alcohol no comprendidas en los 


numbrales 6) y 16): 30% (treinta por ciento).- 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro In- 
formante, señor Senador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Voy a ser muy breve porque 
el tema no requiere una larga discusión. Se trata de la adecua- 
ción de un concepto tributario. 


En el mercado ha aparecido un nuevo tipo de bebidas deno- 
minadas, según el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo, 
«amargos sin alcohol o aperitivos no alcohólicos». Este tipo de 


TICULO 3*.- Comuníquese, etc..- 


bebidas, que son perfectamente potables, no está encuadrado 
debidamente en el listado del IMESI. Ante la duda de qué 
lugar le corresponde en los numerales respectivos del artículo 
1? del Título 11 del Texto Ordenado de 1996 se crea un nuevo 
numeral que aclara el tema. Lo define en determinado numeral 
y luego fija el IMESTI que se le aplica con claridad. 


En consecuencia, estamos legislando una tributación ajus- 
tada a una novedad que se ha registrado en el mercado res- 
pectivo. 
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El proyecto de ley cuenta con la iniciativa del Poder Eje- 
cutivo. El texto no ha sido alterado por la Comisión y, por lo 
tanto, se recomienda la sanción del proyecto de ley tal como 
ha sido distribuido. 


Es cuanto deseaba manifestar. 
SEÑOR MALLO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO.- Quisiera hacer algunas observaciones 
de orden formal a este proyecto de ley, compartiendo los fun- 
damentos del mismo. Son de orden formal, pero cuando las 
formas encierran la garantía, deben ser respetadas. 


El proyecto de ley vuelve a hablar de la modificación del 
Texto Ordenado. Conforme al decreto de 30 de setiembre de 
1991, el Texto Ordenado es parte del mismo decreto y éste 
último así lo establece. El Texto Ordenado, en su naturaleza, 
es un decreto que no debe modificarse por una ley. Lo que sí 
se modifica por ley es la recopilada en el Texto Ordenado. En 
varias ocasiones hemos señalado esto. El Texto Ordenado que- 
daría automáticamente modificado al cambiar la ley, ya que 
no hace más que recopilarla. 


Por lo tanto, lo que modifica la presente ley es el artículo 
1? del Decreto-Ley N* 14.416 con la redacción que le dieron 
las disposiciones legales posteriores y que se citan en el repar- 
tido. Modificada la ley, corresponde modificar la recopilación 
que la transcribe. Es una cuestión de forma, pero supone en 
su literalidad aceptar un concepto que confronta el principio 
de legalidad. 


El principio de legalidad en la práctica generalmente vie- 
ne siendo incumplido -esto fue explicado claramente por el 
doctor Gonzalo Aguirre en un proyecto de ley que presentó a 
este Cuerpo el 22 de marzo de 1988- pero sigue conservando 
totalmente su sustancia constitucional. La Suprema Corte de 
Justicia en la sentencia 449 publicada en el tomo 97, caso 
11.000 de La Justicia Uruguaya y en el Anuario de Derecho 
Tributario, tomo 1*, página 25, establece la vigencia del prin- 
cipio de legalidad. El numeral cuarto del artículo 85 de la 
Constitución dice que es reserva de la ley establecer los ele- 
mentos que constituyen el impuesto. Lo que expresa no impli- 
ca desconocer que las especiales características de la econo- 
mía contemporánea, especialmente en lo que refiere al comer- 
cio internacional y a la circulación regional de los bienes que 
lleva a modificar las alícuotas de los impuestos aduaneros, 
requieren soluciones de urgencia que el sistema clásico de 
legalidad no permite resolver adecuadamente. Sin embargo, 
en un Estado que pretenda ser de Derecho, la salida es modi- 
ficar la Constitución y no violarla confrontando el principio 
de legalidad consagrado en la Carta. 


En consecuencia, a mi juicio la ley debería decir: «Artícu- 
lo 1”.- Agréguese al artículo 1” de la Ley N* 14.416 el si- 
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guiente numeral»... y a continuación transcribir el numeral 
tal como figura en el proyecto presentado. Habría que poner 
entre paréntesis «artículo 19, Título 11 del Texto Ordenado de 
1996». 


El artículo 3 del proyecto de ley, como lo ha hecho con 
cautela y discreción el señor Presidente, frecuentemente se 
elimina sin mencionarlo. Esto quiere decir que en el Ministe- 
rio de Economía y Finanzas están algunos figurines atrasados 
y han tenido algunas desprolijidades. Por ejemplo, figuran las 
firmas del señor Ministro y del Subsecretario. Quiere decir 
que el señor Subsecretario estaba en ejercicio del Ministerio 
y, en consecuencia, tenía competencia para firmar un proyec- 
to de ley o no estaba en ejercicio de la Cartera y, por lo tanto, 
su firma sería superflua. 


Esto es cuanto deseaba manifestar proponiendo la redac- 
ción que he señalado. 


En esencia, el texto mantiene exactamente los principios, 
respeta el principio de legalidad y el concepto de que el Texto 
Ordenado no es una ley, sino simplemente una recopilación 
de leyes que tienen mera naturaleza de decreto. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Conozco el criterio del señor 
Senador Mallo, porque lo ha manifestado en otras oportuni- 
dades, así como también en la Comisión. Si bien -evidente- 
mente- es un texto dubitativo, y de vasto alcance si nos pone- 
mos a teorizar sobre el mismo, no me inclino por la redacción 
que él propone. El Texto Ordenado es una disposición legal. 
Su existencia, su fórmula y su vigencia... 


SEÑOR MALLO.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO.- El decreto del 30 de setiembre de 1991 
declara que el Texto Ordenado es un decreto. De modo que 
queda excluido lo de que puede ser una disposición legal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Sena- 
dor García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Por eso decía que el tema es 
un poco dubitativo y fragoroso. 


El señor Senador Mallo cita ese decreto. Tengo conoci- 
miento de que el origen del sistema del Texto Ordenado es el 
artículo 177 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 
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que dice que «se encomienda al Poder Ejecutivo la actualiza- 
ción, en forma permanente, del Texto Ordenado de leyes vi- 
gentes relacionadas con los tributos de competencia de la Di- 
rección General Impositiva». Vale decir que en una legisla- 
ción que no es formalista, como la nuestra, la ley atribuyó 
competencias que no han significado en modo alguno la vio- 
lación de ningún concepto, porque se trata meramente de 
trasladar ordenadamente para el eficaz manejo de ciudadanos, 
jerarcas y la propia Administración, los sistemas tributarios 
nacionales. Tal tarea se cumple de esta forma, a través del 
Texto unificado. El Texto Ordenado significa, meramente, 
que se han ido recopilando, las novedades legislativas intro- 
ducidas. Incluso, la propia recopilación -que es muy cuidado- 
sa y se saca año a año- al pie de cada artículo que refiere a 
aspectos tributarios, dice específicamente el origen legal de la 
norma que está reflejada en el texto. Podemos hacer lo que 
sugiere el señor Senador Mallo o también proceder a la inver- 
sa y decir: «Modifícase el Texto Ordenado», y después abri- 
mos el paréntesis y citamos el artículo de la ley de que se 
trate. Podríamos utilizar cualquiera de los dos procedimien- 
tos. Lo cierto es que con el sistema que viene en el presente 
proyecto del Poder Ejecutivo -que la Comisión ha aceptado y 
al que habla le parece prudente- hacemos un significativo 
ahorro, que creo vale la pena, en la reiteración de aspectos y 
optamos por lo que ya es una costumbre efectiva y una tradi- 
ción en materia tributaria nacional, sin afectar en lo más 
mínimo ninguna norma constitucional ni legal. 


En resumen, señor Presidente, esa es mi posición y reitero, 
como dije al principio, que este es un tema que genera dudas 
y hay razones para atender a lo que expresó el señor Senador 
Mallo. De todas formas, propongo la continuidad del sistema 
que se viene utilizando, que es el que esté reflejado en este 
proyecto de ley. 


SEÑOR BERGSTEIN-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: estamos de acuer- 
do con el temperamento que propone el señor Senador Mallo. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: en el mismo 
sentido, quisiera agregar dos o tres consideraciones muy bre- 
ves. 


En primer lugar, quiero decir que el Senado, en la Legis- 
latura pasada, estudió este punto y corrigió numerosas leyes 
que venían redactadas de esa manera, lo que a nuestro juicio 
es un error. La Ley que prevé que el Poder Ejecutivo hará una 
recopilación sistemática, no erige a esa recopilación en cali- 
dad de ley, es decir, no le da el valor de tal. Si bien está 
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mencionado el Texto Ordenado, lo que se está diciendo es que 
el Poder Ejecutivo hará una ordenación sistemática. Es más; 
esa recopilación ya ha sido impugnada más de una vez, por- 
que supone una interpretación. En más de una oportunidad se 
ha declarado como acto administrativo, no como ley, y ha 
sido impugnada ante el Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo, porque es un acto que el Poder Ejecutivo hace para 
facilitar el trabajo de la Administración. Está muy bien hecho 
y es bueno que lo haga, pero eso no da a la recopilación valor 
de ley. 


Repito que esto fue un criterio general que se adoptó en la 
Legislatura pasada y que no tiene valor obligatorio, como dice 
el Reglamento. Incluso, en una de las Rendiciones de Cuen- 
tas, muy profusas, se corrigieron varias disposiciones que ve- 
nían de esa forma, lo que nosotros consideramos un error. 


Esto me hace acordar a lo que pasa en Inglaterra cuando 
se recopilan las costumbres jurídicas. En la parte de la Cons- 
titución que no es escrita -por ejemplo- es costumbre designar 
como Primer Ministro al líder del Partido que gana las elec- 
ciones. Eso no está escrito en ningún lado, es una regla basa- 
da en la costumbre. Entonces, la doctrina hace recopilaciones. 
Pero esos llamados libros de costumbres, no tienen valor de 
ley, porque no son normas constitucionales. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Luis Alberto He- 
ber) 


-En otro orden de cosas -y dado que acá el Derecho Con- 
suetudinario no vale- nuestro sistema sí es formal y tanto lo 
es, que el Uruguay es de los pocos países que regula específi- 
camente el tema de la inconstitucionalidad de las leyes por 
razones formales. En la mayoría de los países, el tema formal 
tiene menos importancia. Estará bien o estará mal, pero así es 
nuestro sistema. 


Entonces, sin variar la sustancia del asunto, tal como lo 
señaló en determinado momento el señor Senador García Costa, 
considero que tendríamos que avanzar rápidamente en la dis- 
cusión, usando esta fórmula digamos más técnica, que propo- 
ne el señor Senador Mallo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis A. Heber).- Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto. 


(Se vota:) 

-19 en 20. Afirmativa. 

En discusión particular. 

En consideración el artículo 1*. 

Hay fórmulas sustitutivas. El procedimiento que usualmente 
se sigue es votar en primera instancia el artículo tal como 


viene de la Comisión; si la votación resulta negativa, pasaría- 
mos a votar el texto sustitutivo. 
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SEÑOR POZZOLO.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis A. Heber).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR POZZOLO.- Señor Presidente: si el señor Miem- 
bro Informante acepta la modificación, lo podemos votar di- 
rectamente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis A. Heber).- Así es, se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis A. Heber).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Señor Presidente: creo que 
aquí hay dos soluciones posibles para resolver un tema cuya 
trascendencia, sin faltar el respeto al Cuerpo, es escasísima. 
Podríamos establecer «Texto Ordenado» y, entre paréntesis, 
el artículo legal de que se trata, o indicar primero el artículo y 
luego «Texto Ordenado», «Capítulo tal». Vamos a no dete- 
nernos en una discusión de este tipo. Me inclino por poner 
primero el Texto Ordenado y, entre paréntesis, el artículo de 
la ley que corresponda, si es que se quiere ser tan exacto en la 
cuestión. Pero sostengamos la vigencia de algo que es válido, 
que es el Texto Ordenado. La gente que trabaja en este tema 
lo usa con eficacia. 


No hagamos cambios, porque los interesados en el tema 
van a empezar a perderse, si alteramos lo que hasta ahora ha 
sido una valiosa manera de legislar, sin modificar, bueno es 
decirlo, en lo más mínimo, las potestades de todos los órganos 
del Estado. 


En consecuencia, propongo poner: «Texto Ordenado» y 
luego seguir con el artículo de la ley respectiva al que aludía 
el señor Senador Mallo, entre paréntesis. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis A. Heber).- Léase el 
artículo tal cual vino de la Comisión. 


(Se lee:) 


«Artículo 1”.- Agrégase al artículo 1, Título 11 del 
Texto Ordenado 1996, el siguiente numeral: 


16) Amargos sin alcohol o aperitivos no alcohóli- 
cos: 30% (treinta por ciento).» 


-Léase el artículo sustitutivo presentado por el señor Sena- 
dor Mallo. 


(Se lee:) 
«Artículo 1*”.- Agrégase al artículo 1” del Decreto- 


Ley N* 14.416 (artículo 1%, Título 11 del Texto Orde- 
nado 1996) el siguiente numeral: 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-571 


16) Amargos sin alcohol o aperitivos no alcohóli- 
cos: 30% (treinta por ciento).» 


-Existe una fórmula distinta, propuesta por el señor Sena- 
dor García Costa. 


Léase. 
(Se lee:) 

«Artículo 1.- Agrégase al Título 11 del Texto Or- 
denado 1996 (artículo 1” del Decreto-Ley N* 14.416), 


el siguiente numeral: 


16) Amargos sin alcohol o aperitivos no alcohóli- 
cos: 30% (treinta por ciento).» 


-En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se pasa a votar el artículo 
19, tal cual vino de la Comisión. 


(Se vota:) 
-0 en 20. Negativa. 


Se pasa a votar la fórmula propuesta por el señor Senador 
Mallo. 


(Se vota:) 
-15 en 20. Afirmativa. 


SEÑOR POZZOLO.- Solicito que se rectifique la vota- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis A. Heber).- Se va a 
votar nuevamente la fórmula propuesta por el señor Senador 
Mallo. 

(Se vota:) 

-18 en 20. Afirmativa. 

Léase el artículo 2”. 

(Se lee:) 

«Artículo 2”.- Sustitúyese el numeral 7) del artículo 

19, Título 11 del Texto Ordenado 1996, por el siguien- 


te: 


7) Otras bebidas sin alcohol no comprendidas en 
los numerales 6) y 16): 30% (treinta por ciento).» 


Léase la fórmula sustitutiva presentada por el señor Sena- 
dor Mallo. 


(Se lee:) 


572-C.S. 


«Artículo 2”.- Sustitúyese el numeral 7) del artículo 
1? del Decreto-Ley N* 14.416 (artículo 1%, Título 11 
del Texto Ordenado 1996), por el siguiente: 


7) Otras bebidas sin alcohol no comprendidas en 
los numerales 6) y 16): 30% (treinta por ciento).» 


-En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo tal 
como vino de Comisión. 


(Se vota:) 
-0 en 21. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el texto 
sustitutivo presentado por el señor Senador Mallo. 


(Se vota:) 
-18 en 21. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley y se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado) 


«ARTICULO 1”. - Agrégase al artículo 1” del De- 
creto Ley N* 14.416 (artículo 1%, Título 11 del Texto 
Ordenado 1996), el siguiente numeral: 


16) Amargos sin alcohol o aperitivos no alcohóli- 
cos: 30% (treinta por ciento). 


ARTICULO 2”. - Sustitúyese el numeral 7) del 
artículo 1% del Decreto-Ley N* 14.416 (artículo 1%, Tí- 
tulo 11 del Texto Ordenado 1996), por el siguiente 


CAMARA DE SENADORES 


5 de Mayo de 1999 


7) Otras bebidas sin alcohol no comprendidas en 
los numerales 6) y 16): 30% (treinta por ciento)». 


S) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis A. Heber).- Ha llegado 
a la Mesa una moción, presentada por el señor Senador Rical- 
doni, para levantar la sesión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-18 en 20. Afirmativa. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la se- 
sión. 


(Así se hace a la hora 19 y 39 minutos, presidiendo el 
señor Senador Luis A. Heber y estando presente el señor 
Presidente del Cuerpo, el licenciado Hugo Fernández Fain- 
gold y los señores Senadores Bergstein, Carvalho, Casarte- 
lIli, Cid, Couriel, Chiesa, Dalmás, Gandini, García Costa, 
Iturria, Korzeniak, Mallo, Pais, Pozzolo, Sanabria, Santo- 
ro, Segovia y Virgili). 
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